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PRESENTACIÓN
 

Para los y las jóvenes del Perú, las universidades constituyen un ámbito privilegiado 
para el despliegue de creatividad, entusiasmo y energía. Sabemos que las universida-
des tienen como funciones principales la investigación, la formación profesional y la 
proyección social, pero más allá de esto, son asimismo un terreno de aprendizaje de 
valores democráticos y ciudadanos. No obstante, no podemos pasar por alto el hecho 
de que, en décadas pasadas, las universidades públicas en particular han sido escena-
rio de hechos de violencia, propiciados principalmente por Sendero Luminoso. 

Por sus lineamientos de política, la Secretaría Nacional de la Juventud (SENAJU), el 
órgano del Estado peruano encargado de las políticas de juventudes, tiene la respon-
sabilidad de promover la participación de los jóvenes en el fortalecimiento del sistema 
democrático; y de promover también una cultura de paz y seguridad ciudadana, valo-
rando y afianzando los derechos humanos, la práctica de la tolerancia, la convivencia 
social y el respeto a las diferencias, y rechazando la proliferación de ideologías que 
promuevan el autoritarismo y la violencia. 

Gracias a nuestra proximidad cotidiana con las juventudes, pero también por es-
tudios recientes conducidos por la SENAJU, podemos afirmar categóricamente que la 
gran mayoría de jóvenes peruanos ve con optimismo el porvenir del país y desea vivir 
en un entorno libre de violencia. Lamentablemente, hay también quienes se valen de 
las carencias de información y memoria histórica en nuestra sociedad para enarbolar 
propuestas de ruptura radical con el orden social, reivindicando la ideología y las accio-
nes que desarrolló Sendero Luminoso como parte de la guerra que emprendió contra 
la sociedad y el Estado peruanos durante los años ochenta e inicios de los noventa del 
siglo pasado.  

Siendo que no podemos permanecer indiferentes ante los renovados esfuerzos 
de las organizaciones políticas pro senderistas por reclutar a jóvenes de universidades 
peruanas, la SENAJU ha iniciado una serie de actividades que tienen como objetivo 
promover entre los jóvenes una cultura política de diálogo, tolerancia, respeto por las 
diferencias y rechazo a la violencia. Parte de esta tarea implica mostrar y recordar a las 
y los jóvenes lo que significó para el país, y en especial para las universidades públicas, 
la decisión de Sendero Luminoso de emprender aquella guerra. 

El texto que presentamos a continuación muestra la manera en que la violencia 
política afectó a las universidades públicas peruanas entre los años 1980 y 2000. El 
análisis se basa en estudios en profundidad realizados en la Universidad Nacional Ma-
yor de San Marcos, la Universidad Nacional del Centro del Perú, La Universidad Nacio-
nal San Cristóbal de Huamanga y la Universidad Nacional Enrique Guzmán y Valle – La 
Cantuta. Este texto forma parte del Informe final de la Comisión de la Verdad y Recon-
ciliación (CVR), que recibió del Estado peruano el encargo de esclarecer el proceso de 
violencia política ocurrido en el Perú en aquellos años. Desde luego, se trata de una 
versión de los hechos susceptible de crítica y perfeccionamiento, y no pretendemos 
plantearla como un credo incuestionable. Lo que nos interesa, en particular, es promo-
ver entre los estudiantes universitarios la reflexión y el debate sobre lo que ocurrió en 
sus centros de estudios, esperando contribuir de este modo a evitar que se repitan los 
hechos y los errores de otras épocas. 

René Galarreta Achahuanco
Secretario Nacional de la Juventud
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LAS UNIVERSIDADES

La Universidad en el Perú es una de las instituciones nacionales más importan-
tes del país. Su contribución al desarrollo nacional es necesaria e indispensable. 
Una de sus características ha sido su preocupación por la política nacional y su 
sensibilidad por los problemas de la sociedad. Estas características la han ubi-
cado a lo largo del siglo XX en medio de situaciones críticas y, particularmente 
entre 1980 y 1995, en un contexto de extrema violencia. En este sentido, la Co-
misión de la Verdad y Reconciliación (CVR) juzgó conveniente prestar atención 
al sistema universitario como un espacio fundamental para comprender el de-
sarrollo del conflicto armado interno, pues ha sido una institución referencial 
en el surgimiento de proyectos subversivos —en especial del Partido Comunista 
del Perú Sendero Luminoso (PCP-SL)— y porque significó un espacio de inte-
rés estratégico tanto para la difusión de su ideología como para la captación y 
reclutamiento de militantes entre sus estudiantes y docentes. Esto provocó que 
estas instituciones fueran estigmatizadas y, en cierto sentido, violentadas tanto 
por aquellos como por el Estado.

La investigación realizada por la CVR se basó especialmente en cuatro estu-
dios de caso,1 en los cuales indagó principalmente en los aspectos estructurales 
que contribuyeron al desarrollo de ciertos procesos políticos al interior de las 
universidades en el contexto del conflicto armado interno. En primer lugar, se 
ofrece un panorama de la situación en la que se encontraba la educación supe-
rior en el país y las expectativas frustradas que ello generó; en segundo lugar, se 
narra la trayectoria de las agrupaciones de izquierda en los gobiernos estudian-
tiles; en tercer lugar, se explica el grado de difusión de la ideología marxista y 
maoísta en los planes curriculares; en cuarto lugar, se trazan los movimientos y 
estrategias de las organizaciones subversivas; y, por último, se ofrece una rela-
ción de la acción del Estado en las universidades. En estos puntos, se analizan las 
diversas estrategias de adaptación, colaboración o resistencia de los actores de la 
comunidad universitaria en este proceso. Uno de nuestros fines es transformar 
la perspectiva estereotipada que señaló a las universidades públicas como foco 
natural de violencia y a sus estudiantes como actores conflictivos del queha-
cer político. El objetivo principal, en suma, ha sido identificar las condiciones 
que favorecieron la expansión del PCP-SL, así como la lógica y las estrategias 
políticas seguidas por los diversos actores y sectores universitarios que hayan 
contribuido al desarrollo del conflicto armado interno en las universidades, y, 
finalmente, reparar en la compleja dinámica política que se vivió al interior de 
los claustros universitarios.

1   Los estudios de caso han sido realizados en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, la Universidad 
Enrique Guzmán y Valle La Cantuta, la Universidad Nacional del Centro y la Universidad Nacional San Cris-
tóbal de Huamanga.
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La conclusión a la que ha llegado la CVR plantea que la masificación del re-
clutamiento universitario y la caída de la inversión estatal (que se acelera con la 
crisis económica de 1975) fueron dos tendencias que desde fuera condicionaron 
a las universidades públicas y, en más de un caso, crearon escenarios idóneos 
para la expansión del conflicto armado interno. Asimismo, existieron procesos 
que fueron promovidos desde su interior como la radicalización ideológica y 
la tendencia a la confrontación practicada por diversos sectores universitarios 
(estudiantes, docentes, trabajadores), la burocratización y el corporativismo gre-
mial, que fueron determinantes para acelerar o retraer estos procesos. Esto pro-
dujo que los claustros se convirtieran en espacios altamente precarios y politiza-
dos, propicios para el clientelismo y la violencia, en desmedro de su desarrollo y 
capacidad de generar proyectos democráticos.

1.     Las condiciones que favorecieron la expansión del PCP-SL en las 
universidades

1.1.     El fracaso de un proyecto de desarrollo universitario entre 1950 y 1960

En la segunda mitad del siglo XX, el Estado impulsó un moderado proyecto 
de desarrollo y modernización de la educación superior. Este proyecto se vio 
desbordado por los cambios sociales y la creciente presión de las clases popula-
res por acceder a la educación. La universidad pública fue uno de los primeros 
escenarios donde se manifestó este desborde, el cual fue aprovechado por las 
agrupaciones subversivas para difundir su ideología.

La educación en el siglo XX se concibió como un instrumento privilegiado 
para fomentar una mayor integración y homogenización sociocultural, acelerar 
la modernización de las estructuras productivas y formar elites dirigentes de 
la nación. En ese sentido, los logros registrados en el país a fines de la década 
del 1970 mostraban el efecto de una educación formal en expansión durante 
las décadas previas que se reflejaba en una alta proporción de adultos alfabeti-
zados, una población infantil y juvenil mayoritariamente inserta en el sistema 
educativo y un acceso creciente de los sectores populares a la educación superior 
universitaria.

A inicios de los cincuenta, el Perú experimentó un proceso moderado de 
modernización que transformó su crecimiento demográfico y permitió que se 
transformara de una sociedad rural a otra predominantemente urbana. Mien-
tras en 1940 el 35% de la población vivía en áreas urbanas, en 1981 el porcentaje 
se elevó al 65%. En el transcurso de cuarenta años, sin embargo, esas cifras se 
invirtieron, especialmente en la población juvenil, pues según los censos nacio-
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nales, en 1961 el 50% de jóvenes residían en las ciudades, pero para 1980 la cifra 
aumentó al 70%. Podemos decir, entonces, que la población juvenil se caracteri-
zó por ser más urbana que la población total, por lo que aumentaron las expecta-
tivas y la presión que tenía este sector en la educación, asociada con mecanismos 
de movilidad social y con la creencia común de que «el que estudia triunfa».

En base a esos hechos, podemos considerar a los años cincuenta como el 
inicio de la masificación de la educación básica y el origen del explosivo creci-
miento de la educación superior. Desde los años cincuenta, el Estado inició una 
enorme campaña para extender la cobertura educativa nacional a nivel escolar. 
Así, en la década de 1950 y 1960, el total de estudiantes secundarios creció cinco 
veces, pasando de 72,526 alumnos en 1950 a 198,259 en 1960 y 368,565 en 1966. 
Este incremento se relaciona con el crecimiento de la población universitaria.

Gráfico 1 

En el siguiente cuadro podemos observar que desde 1980 los postulantes 
universitarios aumentaron de manera más acelerada que los egresados de secun-
daria. Mientras en 1960 terminaban la secundaria 19,305 jóvenes y postulaban 
a las universidades 14,665, en 1980 esta relación se invierte: los postulantes se 
incrementaron a 239,485 y los egresados decrecieron a 153,100.
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Cuadro 1

Esta tendencia se relaciona con un cambio fundamental en la sociedad pe-
ruana: la democratización en el acceso a la educación. En efecto, en 1940, me-
nos del 1% de los peruanos mayores de 15 años tenían educación superior; en 
los setenta, la cifra sube a 4%; en los ochenta, llega al 10%; y a mediados de los 
noventa, bordeó el 20% (Chávez y Sagasti 1998: 34). Esta masificación, empero, 
excedió la capacidad real de la universidad para atender tal incremento y fue, en 
algunos casos, el factor de su desborde como institución, en especial durante el 
contexto de radicalización juvenil de los años sesenta y setenta.2

Cuadro 2 

2   Hasta 1983, las universidades públicas atraen al 75% de postulantes y captan al 65% del total de ingresantes. 
Sin embargo, entre 1970 y 1983, se observa que las preferencias de los postulantes se trasladan de las univer-
sidades públicas a las privadas. Estas últimas atraen a casi un tercio de la demanda, captando el 50% del total 
de ingresantes (GRADE 1990).
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En las universidades estudiadas por la CVR, se observó que el Estado inten-
tó desarrollar novedosos proyectos universitarios como parte de su estrategia 
para promover la modernización del país a través de la educación. Una de las 
prioridades de este objetivo fue implementar nuevas universidades en distintas 
partes del país, para que proporcionaran al Estado nuevos cuadros profesionales 
y que éstos, a su vez, promovieran el desarrollo en sus regiones de origen.3 Por 
ejemplo, la Universidad Nacional del Centro (que se fundó en 1960 como Uni-
versidad Comunal, lo cual remarca su vinculación con el mundo campesino de 
la región), se convirtió en el principal centro de estudios regional para jóvenes 
inmigrantes de las comunidades del valle del Mantaro. Esta universidad tenía el 
atractivo de estar en Huancayo, ciudad cercana a la capital y con mayor impor-
tancia económica, política y administrativa en el centro del país.

Por su parte, la Universidad Nacional San Cristóbal de Huamanga, reesta-
blecida también en 1959, se constituyó en un polo de atracción y un canal de 
movilidad social para los jóvenes rurales de una de las zonas más pobres del 
país. Se convirtió en irradiador de ideas progresistas donde confluyeron desta-
cados académicos nacionales y extranjeros, paradójicamente en un contexto de 
pobreza económica regional. Un fenómeno similar ocurrió en Lima con la Uni-
versidad de Educación Enrique Guzmán y Valle La Cantuta, que surgió como 
una propuesta innovadora para el desarrollo de una de las profesiones con más 
fuerza simbólica del Perú postoligárquico: los maestros. Esto se cristaliza con la 
fundación de la Escuela Normal de Varones en 1955 y su posterior conversión 
en Universidad en 1965. Desde entonces, La Cantuta reclutó a jóvenes de secto-
res populares, que buscaban integrarse principalmente al Estado a través de la 
carrera magisterial. Este sector, precisamente, fue un espacio estratégico para la 
lucha simbólica y política en el desarrollo del conflicto a partir de 1980.

Si bien Luis Alberto Sánchez como rector de la Universidad de San Marcos 
impulsó su modernización, autorizó un proyecto de estudios generales, creo la 
ciudad universitaria y comenzó un proceso de apertura, fue en el período en 
el que él ya no regía el cargo de rector cuando se inició un proceso de demo-
cratización en la Universidad. Un sector de profesores se agrupó alrededor del 
denominado Proyecto de Estudios Generales, impulsado principalmente por 
Augusto Salazar Bondy. Este proyecto, que intentó ponerse en práctica durante 
el gobierno del general Juan Velasco, planteaba reorganizar los primeros años de 
estudios y ponía énfasis a la eficiencia del funcionamiento de la Universidad y la 
producción académica. La iniciativa, sin embargo, no tuvo buena acogida en San 

3  En ese marco modernizador se crean la Universidad Nacional de Ingeniería y la Universidad Nacional 
Agraria La Molina, citadas anteriormente.
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Marcos por la oposición tajante del movimiento estudiantil, especialmente por-
que estaba inspirado en las universidades norteamericanas y le restaba impor-
tancia a la conquista democrática de participación estudiantil (Lynch 1990: 23).

En cada una de estas propuestas de educación superior se observó que el 
Estado tuvo la intención (que fracasa) de renovar las universidades y articularlas 
a la modernización en boga. El gasto social en las universidades también dis-
minuyó, mientras aumentaba la matrícula universitaria. Se estima que en 1960 
el sistema universitario recibía en promedio el 6% del Presupuesto General de 
la República. Para 1970, este porcentaje bajó al 3.4% y, en 1980, apenas llegó al 
1.9%. A largo plazo, se dio una tendencia cada vez mayor de disminución del 
gasto público en educación. La inversión por alumno de universidades públicas 
—según datos deducidos de la ANR (2001)— pasó de aproximadamente 400 
dólares en 1960 a menos de 100 dólares en el 2000. Como consecuencia de la 
crisis fiscal y la reducción del financiamiento estatal, se inició un lento deterioro 
físico y de infraestructura de las universidades, se devaluaron los sueldos de los 
docentes y bajó la calidad académica.

Cuando se inició el conflicto armado interno en el país en 1980, el sistema de 
universidades públicas se encontraba en un proceso de franca crisis económica 
y académica. En este sentido, recae sobre el Estado una alta cuota de responsa-
bilidad, pues precisamente en los años de acelerada ampliación de la cobertura 
educativa, abandona a las universidades no sólo en el plano presupuestal, sino 
también como espacio crucial de lucha ideológica y poder simbólico.

Cuadro 3
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Podemos decir que desde mediados del siglo XX, la relación entre Estado y 
la Universidad tuvo como marco social la fractura del sistema oligárquico, el ex-
plosivo incremento demográfico y la demanda creciente de los sectores popula-
res y medios por acceder a la educación, factores que modificaron radicalmente 
la composición social de las universidades.

Así, el incremento de la oferta universitaria y el surgimiento de novedosos 
proyectos universitarios no llegaron a canalizar las expectativas que surgieron 
de la urbanización acelerada, la intensificación de los mecanismos de movilidad 
social y la gran afluencia de estudiantes provenientes de provincia. En muchos 
casos, la ampliación del acceso a la educación superior no significó posibilidades 
de democratización y movilidad social, sino sirvió para prolongar el período de 
moratoria juvenil y retrasar la integración de los jóvenes al aparato productivo. 
En ese sentido, el radicalismo político que emerge en el discurso del movimien-
to universitario se halló entrecruzado por el incremento de las expectativas de 
los sectores sociales emergentes, el repliegue del Estado en la inversión pública 
educativa y la incapacidad del sistema universitario para administrar, absorber y 
canalizar estas expectativas en el mercado laboral.

En suma, la masificación del reclutamiento universitario y la caída de la 
inversión estatal (que se acelera con la crisis económica de 1975), fueron ten-
dencias opuestas que condicionaron desde afuera a las universidades públicas 
y, en más de un caso, crearon escenarios que jugaron a favor la expansión del 
conflicto armado interno. Pero también existieron procesos internos como la 
radicalización ideológica, la práctica de la confrontación de diversos sectores 
universitarios (estudiantes, docentes, trabajadores) y la burocratización y el cor-
porativismo gremial, determinantes para acelerar o retraer la expansión de la 
violencia. Esto permitió que los claustros se convirtieran en espacios altamente 
precarios y politizados, propicios para el clientelismo y la violencia, en desmedro 
de su desarrollo y capacidad de generar proyectos democráticos. Este es, pues, el 
escenario donde se despliega la inconsistente modernización estatal y representa 
la realidad de la cual se alimentó el radicalismo universitario de aquellos años.

1.2.     La influencia de las agrupaciones de izquierda en los gobiernos 
estudiantiles durante la década del sesenta

La influencia de los partidos políticos en los claustros universitarios ha estado 
relacionada con la fundación de la Federación de Estudiantes del Perú (FEP) 
en 1916, formada por los hijos de los más connotados políticos del Partido Ci-
vilista. Dos años después, estos mismos estudiantes, en su gran mayoría pro-
venientes de clases medias urbanas e influidos por el Manifiesto de Córdova, 



9

empezaron a reivindicar la necesidad de impulsar una reforma universitaria 
y experimentaron, así, un primer proceso de radicalización, entonces bajo un 
claro tinte antioligárquico. Para 1923, las relaciones entre la FEP y el gobierno 
de Augusto B. Leguía se volvieron más tensas; pero, en 1930, tras la caída de 
su régimen, se abrieron nuevas condiciones para la reactivación del movimien-
to universitario. Este hecho posibilitó la expulsión de catedráticos civilistas y 
permitió una mayor influencia del Partido Comunista del Perú (PCP) y, espe-
cialmente, del Partido Aprista Peruano (PAP) —el más importante partido de 
masas de entonces— en las dirigencias estudiantiles y la cátedra universitaria. 

Esta apertura democrática, sin embargo, llegó a su fin en 1932. Con el as-
censo al poder de Luis Sánchez Cerro se inició una dura represión contra los 
estudiantes de filiación aprista y comunista. Años más tarde, en 1945, durante 
el gobierno de Bustamante y Rivero, se experimentó una nueva apertura demo-
crática que le permite al PAP tener gran influencia en el Parlamento y recuperar 
el protagonismo perdido en las universidades. Para ello, utiliza como método 
la confrontación violenta a fin de controlar la posible expansión política de sus 
rivales, en especial del diminuto pero activo Partido Comunista. Debemos re-
saltar que, entre 1945 y 1948, el sistema universitario experimentó una primera 
expansión que facilitó la integración de estudiantes provenientes de otros secto-
res sociales (Bernales 1975). 

El golpe militar del General Odría en 1948 significó la intervención a las uni-
versidades y la represión a las dirigencias estudiantiles. En 1956, producto de un 
acuerdo político con el presidente Manuel Prado, el PAP regresó a la legalidad e 
impuso nuevamente su control en las universidades. Luego, entre 1956 y 1959, 
pierde la aureola de radicalidad insurreccional y antioligárquica que mantuvo 
durante la clandestinidad (justo en el momento en que las universidades empe-
zaron a masificarse) debido al giro conservador de sus dirigentes nacionales que 
entra en convivencia política con los sectores conservadores de la oligarquía. 
Esta transformación del PAP, de enemiga a defensora de la oligarquía, permi-
tió que un conjunto de fuerzas reformistas y progresistas de sectores medios y 
populares radicalizados, en alianza con el Partido Comunista, le disputaran la 
hegemonía política en la FEP. 

En 1959, el PAP es desplazado de la FEP por una coalición de fuerzas como 
Democracia Cristiana, el Movimiento Social Progresista, Acción Popular, el Par-
tido Comunista, entre otros. Esta disputa se dio en medio del ingreso masivo a 
las universidades de sectores medios y populares inmigrantes, que le imprimie-
ron a la universidad una nueva tonalidad ideológica; pero, sobre todo, un nue-
vo rostro cultural provinciano. Este proceso, además, facilitó que se consoliden 
en universidades como la de Huamanga, el Centro, La Cantuta y San Marcos 
núcleos socialistas y de izquierda marxista defensores de la vía revolucionaria 
como forma de transformar la sociedad.
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Por otro lado, en 1963, llegó al gobierno la coalición Acción Popular-Demo-
cracia Cristiana, que incorporó a buena parte de sus militantes universitarios al 
aparato estatal a través de Cooperación Popular. Este empleo les permitió reco-
rrer todo el país y entrar en contacto con la realidad obrera y campesina, pero las 
tímidas reformas que impulsaron sus dirigentes en el gobierno provocaron que 
pronto su militancia universitaria se desilusione de las reformas belaundistas. 

En medio de este descontento, la izquierda marxista —en especial el Partido 
Comunista— ganó terreno para desplazar, en poco menos de cinco años, a los 
grupos no marxistas de la conducción de la FEP.4 Se convirtió en una oferta para 
los universitarios que se sintieron atraídos por el discurso de los grupos marxis-
tas, lo cuales experimentaron un proceso de radicalización y, en algunos casos, 
se apropiaron de la práctica de las «fuerzas de choque» apristas. Sin embargo, 
para 1964, el PCP sufrió su más grande cisma,5 el cual dio origen a dos facciones 
conocidas como PCP Bandera Roja —los que defendían el pensamiento maoísta 
y la guerra popular— y PCP Unidad —los que respaldaban el tránsito pacífico 
hacia el socialismo. 

En 1968, el nuevo punto de inflexión entre el Estado y la universidad lo mar-
có el proceso de reorganización iniciado por el gobierno militar de Juan Velasco 
Alvarado. En 1972, promulgó la ley general de educación (ley 19326). Convocó 
a una Comisión Estatutaria Nacional para las universidades y formó el Consejo 
Nacional de la Universidad Peruana (CONUP). Esto le permitió intervenir y 
reorganizar la mayoría de universidades. Aquellas que no fueron intervenidas 
tuvieron que formar comisiones tripartitas entre profesores, estudiantes y tra-
bajadores. 

El propósito de esta reorganización, tanto administrativa como académica, 
era implementar los estudios generales (llamados también «Ciclo Básico») y li-
mitar la participación estudiantil en el gobierno universitario compartido. Su 
carácter vertical y antidemocrático, no obstante, provocó como respuesta un 
endurecimiento ideológico de los grupos maoístas que llamaron a boicotear las 
«tripartitas» y la «estatutaria» bajo el lema: «defender la universidad contra la 
avanzada fascista». La estrategia que siguieron los sectores maoístas en Ayacu-
cho fue replegarse en el trabajo universitario mientras sus dirigentes aplicaban 
«la ley universitaria fascista» —la ley universitaria se dictó en 1969— desde sus 
cargos de dirección en la Universidad. En ese escenario, la izquierda radical uni-
versitaria, generalmente con pocos vínculos con el movimiento social, logró un 

4  La Democracia Cristiana logró la primera dirección de la FEP después del PAP. Óscar Espinoza Bedoya, por 
entonces estudiante de Medicina en San Marcos, llegó a ser uno de sus presidentes. Luego pasó por un corto 
período a la dirección del PC Unidad con Gustavo Espinoza, estudiante de Educación en La Cantuta; luego, a 
fines de los sesenta, pasó de lleno a Bandera Roja y la diversidad de grupos maoístas. 
5  Véase el subcapítulo sobre las agrupaciones de izquierda en el tomo III del Informe final de la CVR. 
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avance importante y ocupó espacios de poder y decisión en la gestión de la uni-
versidad. 

Para la década del sesenta, la izquierda universitaria controlaba ya la mayoría 
de gremios estudiantiles, pero no contaba con un proyecto para la universidad, 
sólo con un discurso radicalizado con altas cuotas de intransigencia y sectaris-
mo. La FEP perdió relevancia en la vida política nacional y el Frente Estudiantil 
Revolucionario (FER)6 —surgido en 1958 como una fuerza progresista a favor 
de la reforma universitaria— se convirtió en una organización dependiente del 
Partido Comunista. Tras la división de este partido, la facción Bandera Roja 
tomó el control del FER expulsando a quienes consideraban «revisionistas». A 
inicios de 1970, Bandera Roja, a su vez, procesó por lo menos cuatro divisiones 
importantes; todas sus facciones reclamaban para sí las siglas del FER. 

La fragmentación del movimiento estudiantil en ese período fue tal que, para 
el Congreso Nacional de Refundación de la FEP en 1970, sólo acudieron seis 
federaciones, lo que le permitió a Patria Roja —un partido desprendido de Ban-
dera Roja y que monopolizaba el trabajo político con maestros— imponer fácil-
mente su hegemonía a nivel nacional sobre el resto de las fragmentadas agru-
paciones maoístas. En algunas universidades se mantuvo la presencia de otros 
sectores desprendidos de Bandera Roja como el FER «por el Luminoso Sendero 
de Mariátegui» en la Universidad San Cristóbal de Huamanga (que luchaba por 
controlar la Federación Universitaria y el Sindicato de Docentes), o el FER Anti-
fascista en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos. En la Universidad del 
Centro y en La Cantuta,7 la hegemonía de Patria Roja era clara, a pesar de que 
en ambas coexistían también otras corrientes maoístas.

Otra fuerza que tuvo presencia en esa época era la llamada «nueva izquierda», 
conjunto de agrupaciones que si bien estaban influenciadas por el maoísmo, de-
sarrollaron versiones menos ortodoxas y dogmáticas del marxismo-leninismo. 
Este era el caso del MIR-IV Etapa en la Universidad de Huamanga, Vanguardia 
Revolucionaria en la Universidad del Centro y el Partido Comunista Revolu-
cionario en la Universidad San Marcos. El PAP y el PC Unidad disminuyeron 
considerablemente su influencia en las universidades porque se les consideraba 
reformistas y antirrevolucionarios. 

A fines de los setenta, el régimen militar se vio obligado a iniciar una transi-
ción democrática y llamó a elecciones para elegir una Asamblea Constituyente. 
Los partidos de la «nueva izquierda» se agruparon en la Unidad Democrática 

6  Las siglas del FER significaron al inicio Frente Estudiantil Reformista; pero, cuando la hegemonía marxista 
logró ser más clara, se convirtió en el Frente Estudiantil Revolucionario. 
7  A inicios de 1970, se dio una fluida relación entre la Universidad de Huamanga y La Cantuta a través 
del intercambio y pasantías de profesores vinculados al PCP-SL, tales como Abimael Guzmán, Víctor Zavala 
Cataño y Nilda Atanasio. Zavala Cataño impulsó la creación de los planteles de aplicación Guamán Poma de 
Ayala en Ayacucho.
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Popular (UDP), mientras Patria Roja impulsó la formación de la Unión de Iz-
quierda Revolucionaria (UNIR). Ambos frentes tuvieron el propósito de inser-
tarse en la nueva institucionalidad democrática. Estos reagrupamientos y reaco-
modos, sin embargo, provocaron nuevas escisiones: Pukallaqta se desprende 
de Patria Roja en 1978 y Vanguardia Revolucionaria-Proletario Comunista se 
desliga de Vanguardia Revolucionaria. Estas nuevas organizaciones tuvieron 
una importante presencia en La Cantuta y la Universidad del Centro durante la 
década del ochenta.

El gobierno militar encabezado por el general Juan Velasco Alvarado, iniciado en 1968, 
impulsó una serie de transformaciones estructurales en la sociedad peruana. La más im-
portante fue la Reforma Agraria (1969), pero también durante esa época se profundizó la 
ampliación del acceso a la educación en todos sus niveles. No obstante, tanto el proceso 
de radicalización estudiantil en las universidades como una posterior crisis económica 
(hacia mediados de los años setenta) condujeron a drásticas reducciones en la inversión en 
la educación pública, y finalmente a un abandono de las universidades públicas por parte 
del Estado. Fotografía de junio de 1969, luego de la promulgación de la Ley de Reforma 
Agraria.
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1.3.     La difusión de la ideología marxista y maoísta a través de nuevos 
cambios curriculares 

Los grupos radicales que en la década del setenta lograron hegemonía en el FER 
coparon la representación gremial en las universidades. Su discurso invocaba 
a la guerra popular, pero al mismo tiempo su práctica se ajustaba a demandas 
pragmáticas como la lucha por el ingreso directo, el traslado interno, horarios 
especiales de clases y la graduación sin tesis. Este radicalismo economicista se ve 
reforzado por la implementación del curso de materialismo histórico y dialécti-
co en los planes curriculares de las universidades nacionales. 

Este radicalismo era parte de una segunda oleada de masificación que ex-
perimentó la universidad pública. A diferencia del primer proceso impulsado 
mayoritariamente por clases medias urbanas y provincianas, esta vez fueron los 
hijos de campesinos pobres y con mayor raigambre popular y que accedían a 
la universidad. La UNSCH, por ejemplo, sufrió una recomposición social en el 
perfil de sus ingresantes a fines de los sesenta. Recibió a una gran cantidad de 
estudiantes de las provincias pobres de Ayacucho, Apurímac y Huancavelica que 
representaban el 64.1% de los matriculados en 1968; en 1973, eran todavía el 
58.7% (Degregori 1990a). Estos estudiantes se concentraron en carreras como 
Agronomía, Servicio Social, Enfermería, Ciencias Sociales; y, especialmente, en 
la Facultad de Educación donde enseñaba Abimael Guzmán (sólo esa Facultad 
tenía al 40% del total de estudiantes matriculados). En la Universidad de San 
Marcos, a su vez, el 44% de sus alumnos matriculados eran de origen provincia-
no a finales de 1970 (Lynch 1990). 

Los grupos radicales, conocidos en al argot político como «infantiles de iz-
quierda»,8 se caracterizaron por combinar en su estrategia política una fuerte 
dosis de radicalismo ideológico con el clientelismo y pragmatismo político más 
tradicional. Este radicalismo economicista planteaba, por un lado, la lucha arma-
da en el discurso; y, por el otro, el cumplimiento de demandas de corto plazo 
como la exigencia de más vacantes, más raciones en el comedor o más cupos en 
las residencias estudiantiles, demandas que les permitían asegurar una clientela 
cautiva sobre la cual reproducirse. 

La poca presencia en la política nacional de los «infantiles de izquierda» 
(como el FER Antifascista en San Marcos, el FER del PCP-SL en Huamanga 
o Pukallaqta en el Centro) facilitó que promovieran la no participación en los 
paros nacionales de finales del setenta, así como la abstención de las elecciones 

8  Se recogió el término «infantiles de izquierda» de la tradición leninista que calificaba a aquellos sectores que 
tenían, desde su punto de vista, una desviación ultra-izquierdista. 
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para el cogobierno universitario, la Asamblea Constituyente y las Elecciones Ge-
nerales de 1980. Pero, más allá de eso, centraron toda su atención en reivindica-
ciones estrictamente estudiantiles y convirtieron, así, a las universidades en es-
pacios privilegiados de una forma de hacer política que promovía el aislamiento, 
el autismo y la acción que se refería a su propia problemática.

El discurso político adoptado por los jóvenes radicales resaltaba no sólo por 
sus incongruencias, sino también por la inevitable mezcla de una concepción 
autoritaria de la política (una suerte de dictadura estudiantil), el ansia irrefrena-
ble de protagonismo y el deseo nada despreciable de ascenso social dentro de los 
parámetros que el sistema les imponía. Se puede destacar también que el tinte 
rural y campesino del maoísmo universitario debió haber sido simbólicamente 
familiar para aquellos estudiantes populares que venían de las zonas rurales y 
campesinas del Perú. Estos estudiantes utilizaron la crítica al intelectualismo, 
fraguado por las imágenes de la Revolución Cultural China, para reinterpretar 
la democracia como un igualamiento hacia abajo que trataba de racionalizar el 
dolor y el sentimiento de agravio producido por la modernización desigual que 
trajo profundas inequidades y la pobreza de las mayorías. 

Otro elemento que condicionó favorablemente el desarrollo de este variopin-
to radicalismo fue el curso de materialismo histórico y dialéctico que se dictó 
en las universidades nacionales desde los años setenta. Estas materias legitima-
ron científicamente la creación de paradigmas esquemáticos para interpretar la 
realidad social. Pero las reformas curriculares no llegaron solas. Se encontraron 
con la circulación cada vez mayor de los manuales de materialismo, filosofía y 
economía política de la Academia de Ciencias de la URSS y las Ediciones en 
Lenguas Extranjeras de Pekín que se difunden en todas las universidades nacio-
nales. Se estableció, así, una verdadera revolución epistemológica, bajo el filtro 
del marxismo-leninismo.9 Se dio, asimismo, un proceso inédito: la renovación 
casi total de docentes, reemplazados por profesores propuestos por los parti-
dos políticos hegemónicos en los gremios de estudiantes. Estos nuevos docen-
tes, la gran mayoría jóvenes recién egresados y sin experiencia en la docencia o 
la investigación, se encargaron de dictar los cursos de Materialismo Histórico 
y Dialéctico usando los referidos manuales. Esto permitió profundizar la me-
diocridad académica de la universidad pública. La lógica del clientelismo que 
predominaba en ese período logró evitar conflictos mayores entre los grupos 
estudiantiles beligerantes y las autoridades universitarias. Se configuró, de esta 

9  Posiblemente los textos más leídos y con innumerables reediciones sean los de Politzer y Harnecker (con 
su clásico Elementos fundamentales del materialismo histórico). Ubicamos también los textos de materialismo 
histórico de Konstantinov y Afasanev, el Manual de economía política de Spirindinova y el Diccionario filo-
sófico de Roshental y Yudin.
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manera, un sistema universitario virulento en el discurso, pero estable en lo po-
lítico, gracias a la distribución de parcelas de poder entre los partidos políticos 
con presencia en la universidad.

Al valerse del control de los gremios y la presión a las autoridades, los gru-
pos radicalizados lograron adaptar los planes curriculares a sus necesidades. Los 
cursos que impusieron ofrecían explicaciones y seguridades a una juventud que 
necesitaba de ambos aspectos, pues contenían verdades universales a toda escala: 
filosofía, política economía, arte, cultura. Si, como había dicho Lenin, no puede 
haber «práctica revolucionaria sin teoría revolucionaria», fueron las universida-
des las llamadas a proporcionar las bases teóricas. Pronto el curso de Materialis-
mo Histórico reemplazó a la Introducción a las Ciencias Sociales, Dialéctica de 
la Naturaleza al de Ciencias Biológicas, el Materialismo Dialéctico a las clases de 
Filosofía e incluso a las de Física (materia y movimiento). 

La sumilla del curso Materialismo Dialéctico impartido en 1974 en la Facul-
tad de Letras de la Universidad de San Marcos decía: 

El curso tiene como finalidad despertar e incentivar el espíritu problematizador 
del alumno, para conseguir la formación de su conciencia crítica que lo ayude a 
reubicarse concientemente en la realidad social en que vive. Por tanto buscamos 
dos objetivos. Primero, precisar la trascendencia de la Filosofía Materialista Dia-
léctica, como guía para la acción revolucionaria en base a la unidad de la Teoría 
y la Práctica. Segundo, puntualizar su carácter de clase y la Revolución que ha 
generado en la Filosofía, la cultura y la sociedad humana.

En la sumilla del curso Teoría del Proletariado que se dictaba en la facultad de Cien-
cias Sociales de la Universidad del Centro también se señalaba: «Este curso intenta siste-
matizar científicamente el desarrollo económico, político e ideológico de la más grande 
clase social de la historia: El Proletariado» (Fuente: Plan de Estudios de la Facultad de 
CCSS 1972). Podemos apreciar, asimismo, la influencia de estos cursos en los siguientes 
extractos de tres tesis presentadas en la Universidad de Huamanga en la década del se-
tenta. En la introducción argumentan:

Al momento de plantearnos desarrollar el presente trabajo, procuramos estudiar 
el latifundio con una concepción de contenido materialista, es decir, que nos pro-
porcionara una explicación estructural del mismo y nos permitiera de este modo 
abstraer su esencia y señalar los aspectos derivados. Pero además de materialista 
queríamos una noción dialéctica, con la cual lograríamos el estudio del latifundio 
en su movimiento, en sus contradicciones internas y en la interdependencia gene-
ral de sus partes (En Degregori 1990a). 
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[...] la investigación social de una determinada realidad exige necesariamente la 
explicación a través de una teoría y un método. Para el desarrollo del presente tra-
bajo se ha seguido el Método del Materialismo Dialéctico. El método es analítico y 
plantea que el criterio de verdad del conocimiento es la práctica. El conocimiento 
comienza por la práctica y todo conocimiento teórico, adquirido a través de la 
práctica, vuelve a la práctica (Tesis en Antropología, 1979, UNSCH, «Desintegra-
ción estructural en la comunidad de Vischongo»). 

Quedan pues dos alternativas no inmediatas de la dinámica del desarrollo social: 
o la predominancia del capitalismo dependiente, o una sociedad independien-
te Democrática-Popular en transición al socialismo. Esta última sólo es posible 
mediante la revolución (Tesis en Antropología, 1978, UNSCH, «¿Semifeudal y 
neocolonial o capitalista…? La polémica inconclusa en el campo Social y Políti-
co»). 

Pero no sólo el contenido es autoritario, lo era también la forma de transmitir 
los conocimientos. Estos cursos y manuales evidencian una concepción pedagó-
gica tradicional, donde la autoridad del libro (del autor) y del maestro resultaba 
inapelable, pues ofrecían explicaciones didácticas a una juventud que, en la ma-
yoría de los casos, había sido formada con una tradición educativa autoritaria y 
memorística. En ese sentido, la reproducción ideológica y política del PCP-SL 
en las universidades, se explicaba en parte por la existencia previa de los cursos 
mencionados que ofrecían una explicación esquemática y fortalecían un pensa-
miento totalizador y autoritario de corte radical (Degregori 1990b). 

Esta cultura política no fue exclusiva de aquellos que se embarcaron en pro-
yectos subversivos como el PCP-SL y el MRTA; influyó al conjunto de grupos 
políticos activados en el espacio universitario. En ese universo, el PCP-SL apare-
cía como un pequeño grupo aparentemente sin trascendencia, con cuadros po-
líticos que no tenían posibilidad de influir o movilizar a contingentes importan-
tes del mundo universitario.10 Contrariamente, otras agrupaciones de izquierda 
manejaban la perspectiva de abrirse paso entre las posibilidades que ofrecía la 
transición democrática y la legalidad.

10  En 1976, el FER del PCP-SL se presentó a elecciones a la FUSM y quedó en último lugar.
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Abimael Guzmán Reinoso en 1973, durante 
una reunión de camaradería con un grupo 
de docentes de la Universidad Nacional San 
Cristóbal de Huamanga, Ayacucho. Fotogra-
fía de 1973, revista Caretas. (foto-arriba)

Pintas en el campus de la Universidad Nacio-
nal del Centro del Perú (UNCP), en Huanca-
yo. Este centro de estudios fue escenario de 
una cruenta lucha entre los grupos subver-
sivos Sendero Luminoso y el MRTA; y entre 
ambos y las fuerzas del orden. Los primeros 
actos criminales fueron responsabilidad de 
Sendero Luminoso. Sus miembros virtual-
mente lograron controlar toda la vida insti-
tucional de este centro de estudios. Fotografía 
de Alejandro Balaguer, 1989. (foto-derecha)
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1.4.    El desprestigio de la izquierda legal durante la década del ochenta 

A mediados de los años cincuenta y en especial durante las décadas de 1960 y 
1970, se inauguró una nueva etapa en la historia política del país, con la emer-
gencia de nuevos actores políticos y movimientos sociales (campesinos, obreros, 
maestros, estudiantes universitarios y pobladores de barriadas) que cuestiona-
ban el sistema oligárquico de dominación por medio de un discurso clasista. 
Estos movimientos sociales, organizados mayoritariamente en sindicatos, obtu-
vieron presencia pública y política mediante huelgas, movilizaciones, toma de 
tierras, entre otras acciones. 

La formación de los sindicatos estuvo íntimamente relacionada al crecimien-
to acelerado de agrupaciones de izquierda que controlaron rápidamente los car-
gos dirigentes. En el Sindicato Único de Trabajadores de la Educación Peruana 
(SUTEP) y la FEP, por ejemplo, era evidente el control que ejercía Patria Roja. 
Sucedía lo mismo con el PC Unidad y su hegemonía en la reorganizada Central 
General de Trabajadores del Perú (CGTP), mientras la Confederación Campesi-
na del Perú (CCP) estaba en manos de Vanguardia Revolucionaria que en 1974 
le arrebata la conducción de este gremio a Bandera Roja. 

En esos años hablar del movimiento popular equivalía a discutir sobre el 
crecimiento de los partidos de izquierda y las perspectivas políticas que ello im-
plicaba. Cuando el gobierno militar de Velasco asumió la conducción del país en 
1968, se generaron fricciones con la izquierda y los sindicatos pues entraron en 
competencia por el control del movimiento social. En 1976, durante la segunda 
fase del gobierno militar, el general Morales Bermúdez endureció su trato frente 
a los sindicatos y la izquierda, en el marco de una profunda recesión económica 
y de huelgas nacionales masivas (1977 y 1978). En este contexto, se configuró 
el escenario para la transición democrática y la convocatoria a una Asamblea 
Constituyente. 

Este proceso electoral significó la integración de buena parte de la izquierda 
a la legalidad del sistema democrático, lo que generó gran expectativa entre sus 
bases y dirigencias. Pese a que en un inicio la legalidad fue entendida como una 
forma de aplicar la formula leninista de utilizar las elecciones y los parlamentos 
como tribunas de agitación y propaganda, pronto la izquierda se vio atrapa-
da en medio de un ritmo impuesto desde Lima y por el sistema que pensaban 
transformar. Desde 1978, se cerró progresivamente un período de estructuras 
y dirigentes clandestinos mientras aparecían locales públicos y candidatos de 
izquierda (Hinojosa 1999: 86). La legalidad, al asumirse como una estrategia de 
acumulación política para una posterior toma del poder, generó en los partidos 
de izquierda una suerte de esquizofrenia doctrinaria que los envolvió en el di-
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lema de integrarse a las reglas de juego del sistema democrático o mantener su 
tradicional discurso de la violencia como medio privilegiado para la construc-
ción de una nueva sociedad. 

La participación electoral de la Izquierda tuvo mediana acogida en el electo-
rado. Varios dirigentes ocuparon curules en la Asamblea Constituyente, gana-
ron alcaldías distritales en 1980 e, incluso, llegaron al Municipio Provincial de 
Lima en 1983. En el ámbito universitario, el caso más conocido fue el de la Uni-
versidad San Marcos. En 1979, la Junta Directiva de la Federación Universitaria 
de San Marcos (FUSM), controlado por el FER-Antifascista (FER-A), convocó 
a elecciones y motivó que tres agrupaciones de izquierda se unieran para dispu-
tarles la conducción de la FUSM. El Partido Comunista Revolucionario-Clase 
Obrera, el Partido Comunista Patria Roja y Unión Estudiantil forman el Frente 
Democrático Popular (FDP) y lanzan como candidato al estudiante de Medicina 
Enrique Jacoby (PCR) que gana las elecciones y desplaza a los antifascistas de la 
conducción del gremio estudiantil después de casi una década. La alianza gana-
dora (FDP) cambió luego su nombre por Izquierda Unida-San Marcos cuando 
en 1980 se forma a nivel nacional el frente electoral Izquierda Unida.

Estos nuevos compromisos políticos significaron un divorcio entre las nue-
vas responsabilidades de gestión en un contexto de apertura democrática y el 
tradicional discurso revolucionario. La militancia universitaria percibió este 
desencuentro como «reformismo» y reaccionó de manera ambigua ante la pre-
sencia de grupos subversivos, lo cual no permitió construir un discurso y estra-
tegia coherentes frente al conflicto armado interno y la prédica subversiva. El 
cambio político que llevó a los partidos de la izquierda a la legalidad primero 
en la conducción de las organizaciones gremiales y luego de la propia univer-
sidad,11 no logró consolidar tampoco una propuesta universitaria renovadora. 

En San Marcos y La Cantuta, la izquierda legal asumió la conducción del rec-
torado a mediados de los ochenta, desplazando a los frentes maoístas. Al poco 
se hace evidente su fracaso en la gestión y conducción de la universidad pues los 
partidos legales intentaron alcanzar mayores cuotas de poder y mantener una 
relación utilitaria con la universidad. Pese a los discursos y promesas, en la prác-
tica la izquierda confundió el gremio con el partido y la conducción institucio-
nal con el manejo corporativo y de clientelas en la universidad. Por ejemplo, en 
La Cantuta, diversas fuerzas políticas integrantes de Izquierda Unida lograron 
elegir al profesor Milciades Hidalgo como rector y se repartieron los espacios de 
poder en la universidad:

11  Esto se debió gracias a que en 1984 se promulgó la Ley Universitaria 23733, conocida como la ley Alayza-
Sánchez. La norma derogó los dispositivos legales impuestos por el gobierno militar, restituyó la autonomía 
universitaria y la participación estudiantil en el cogobierno de la universidad. La ley no aseguraba los recursos 
presupuestales necesarios para enfrentar la mayor demanda educativa de los sectores populares.
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Milciades Hidalgo, el rector de este entonces, fue puesto por un consenso entre 
el PC- Unidad, el PUM y el UNIR [...] pero el cuestionamiento desde las bases 
era ¿para qué llegar al gobierno de la universidad? ¿Cuál era el sentido... a dónde 
íbamos?; tanto era así que se volvió simplemente en una repartija de parcelas. Te 
lo explico mejor: si había un profesor que era del APRA o del PUM no lo dejába-
mos entrar en Administración. De la misma manera lo hacían en otras facultades, 
era política parcelaria, sectaria la que se hacía en la universidad, sin ningún fin y 
objetivo. El asunto era acordar y repartirse las facultades previamente.12  

De los errores políticos de la Izquierda legal se aprovecharon los grupos sub-
versivos que articularon muy bien un discurso moralista en el cual se relaciona-
ba la actividad partidaria legal con la corrupción y el reformismo. Este discurso 
contra los partidos fue utilizado por los grupos radicalizados, en especial por el 
PCP-SL, para deslegitimar cualquier organización política o gremial opositora 
a su proyecto. 

Otro ejemplo lo constituye el caso del reconocido profesor de Literatura de 
San Marcos Antonio Cornejo Polar, que llega al rectorado 1985 con el apoyo de 
Izquierda Unida (IU), pero luego se ve obligado a establecer una alianza con la 
UDP13 para tener mayoría en la Asamblea Universitaria:

Cornejo Polar era un académico con un prestigio muy fuerte dentro y fuera de la 
Universidad, pero era un académico de izquierda sin partido. Entonces como aca-
démico no tenía habilidades políticas, no tenía visión como si lo tenían otros. Por 
eso, Cornejo finalmente quedó propenso a las correlaciones de fuerzas políticas 
de la Izquierda Unida donde finalmente él no tenía ningún tipo de participación. 
No elabora un proyecto, pues tenía a su costado a Patria Roja, el PCR- Clase Obre-
ra, el MIR, el PUM, hasta el MRTA.14 

Estas correlaciones lo obligan, en marzo de 1986, a designar como vicerrec-
tor administrativo a Alfredo Torero (miembro de la UDP). A decir de uno de 
sus colegas, lo único que buscaba Cornejo Polar era «algo tan simple como tener 
profesores que enseñen, estudiantes que estudien y trabajadores que efectiva-
mente trabajen». Sin embargo, entre la inexperiencia política de Cornejo Polar, 
el sectarismo y boicot de un sector de la alianza que lo llevó al rectorado, y la 

12   CVR. Testimonio de un ex estudiante, miembro de la Asamblea Universitaria de La Cantuta, y dirigente 
de la Juventud Comunista Peruana entre 1984 y 1987. 
13   La UDP con la que Cornejo Polar establece su alianza, proviene de un sector radicalizado del MIR que 
decide no integrarse a la formación del Partido Unificado Mariateguista (PUM) en 1984, donde confluyen la 
mayoría de partidos que fundaron una experiencia anterior y distinta de la UDP a fines de la década de 1970.
14    CVR. Testimonio de un ex dirigente del Centro de Estudiantes de Historia, y militante de Izquierda Unida 
entre 1980 y 1987.
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falta de una propuesta clara para la universidad fue inevitable su renuncia en 
menos de un año.15

En septiembre de 1986, en tanto, la izquierda legal se estableció en la Uni-
versidad del Centro en el Frente Único Revolucionario Estudiantil (FURE) para 
enfrentar al FER Pukallaqta y al PAP que, a través de la Alianza Revolucionaria 
Estudiantil (ARE), intentó ganar fraudulentamente las elecciones estudianti-
les.16 Para entonces, el PCP-SL ya había iniciado un nuevo ciclo político en la 
Universidad del Centro desde el 20 de enero de 1983: apareció públicamente 
repartiendo volantes en el comedor; luego, apareció el MRTA; los paramilitares; 
y las fuerzas del orden. De este modo, la Universidad del Centro quedó atrapada 
en un sangriento fuego cruzado que dejó una alta cifra de estudiantes y profeso-
res asesinados y desaparecidos. 

En Ayacucho, las condiciones de represión que se recrudecieron desde 1983 
con el ingreso de las Fuerzas Armadas al escenario de la guerra, no permitieron 
el accionar de ningún movimiento político al interior de la Universidad. Esto ge-
neró un rápido proceso de desmovilización y despolitización de los estudiantes; 
pero no del PCP-SL que, en agosto y noviembre de 1982, atacó los fundos del 
Centro Experimental Allpachaka de propiedad de la Universidad con el argu-
mento de que servían de soporte tecnológico y económico al imperialismo. En 
enero de 1983, además, asesinan a un estudiante de la UNSCH,17  bajo el cargo 
de ser un informante de las Fuerzas Armadas. Ya para entonces el PCP-SL reali-
zaba acciones militares en toda la región. 

Cuando el PCP-SL inició la lucha armada en 1980, los grupos universitarios 
radicalizados reaccionaron de dos maneras. Por un lado, había un discurso de 
justificación, convivencia y subordinación de los antifascistas y Pukallaqta que 
a la larga terminaron siendo funcionales a la expansión del PCP-SL. En el otro 
extremo, estaban los grupos como ciertos sectores del MIR que, ante la imposi-
bilidad de crearse un espacio alternativo entre la izquierda legal, consiguieron 
formar un frente político (la Unidad Democrática Popular) y un brazo armado 
(Comando Revolucionario del Pueblo) para disputarle espacios al PCP Sendero 
Luminoso; finalmente, terminaron integrándose al proyecto militar del MRTA. 

15  En los meses previos a su renuncia, Cornejo tuvo que enfrentar la tenaz oposición de su propio vicerrector 
administrativo, mientras los estudiantes alentados por el FER Antifascista, tomaron más de diez locales uni-
versitarios. Paralelamente, el Sindicato de Trabajadores No Docentes realizó una larga huelga que solamente 
fue levantada luego de la renuncia del Rector. Al respecto, véase Ricardo Uceda (1986).
16  Tras la crisis experimentada por la muerte de Haya de la Torre, el PAP vive un proceso de ascenso político 
con el liderazgo de Alan García. Esto implicó el relanzamiento del trabajo universitario bajo las siglas del ARE, 
que logra una importante presencia en diversas universidades públicas entre 1983 y 1987. Según el testimonio 
de un ex-dirigente aprista de San Marcos, y luego asesor de la Célula Parlamentaria Aprista, surgió a inicios 
de 1980 una fuerte disputa al interior del Comando Universitario Aprista (CUA) entre el sector conservador, 
llamado IDE, y el sector alanista (ARE). Finalmente, se impusieron los alanistas, que iniciaron un intenso tra-
bajo político en las universidades, el cual se vio reforzado por el liderazgo carismático y juvenil de Alan García.
17  

SERPAR (1992).
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Estas ambigüedades frente a los grupos subversivos fueron una constante en 
la década del ochenta. El dilema entre condenar y zanjar con los grupos sub-
versivos o considerarlos como compañeros equivocados, llevó a los partidos de 
izquierda a intensos procesos de debate. Esto provocó el alejamiento de algunos 
de sus militantes más radicalizados. Esta situación se refleja claramente en el 
segundo proceso de ruptura que sufre Patria Roja en 1987 (el primero se da en 
1978 con Pukallaqta), cuando su facción Bolchevique decide alejarse de la línea 
oficial del partido y manejar un discurso muy cercano al PCP-SL. La ruptura 
afectó seriamente el trabajo político que Patria Roja venía desarrollando en uni-
versidades como La Cantuta, el Centro, y San Marcos. 

El deslinde y la confrontación contra el conflicto armado se realizaron sólo a 
finales de los ochenta, cuando PCP-SL ya había asesinado a un número conside-
rable de militantes de IU. Sin embargo, dichas iniciativas no fueron suficiente-
mente reconocidas o apoyadas por las estructuras partidarias, ni tampoco logra-
ron configurar un amplio movimiento universitario contra la violencia debido a 
las tendencias fragmentarias y sectarias de los partidos de izquierda.

Pintas en el campus de la Universidad Nacional del Centro del Perú (UNCP), en Huancayo. 
Fotografía tomada en diciembre de 1986, Diario Correo de Huancayo.
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Vista del campus de la UNMSM en 1989. Resaltan las pintas de diversas agrupaciones subversi-
vas alusivas a la lucha armada. Fotografía de Vera Lentz, 1989. 

2.     La actividad de las agrupaciones subversivas en las universidades

El PCP-SL y sus estrategias de adoctrinamiento y reclutamiento en los    
claustros universitarios 

El radicalismo universitario consideraba como mecanismos legítimos de trans-
formación social el uso de la violencia y las prácticas de confrontación. Esto 
permitió que el discurso autoritario, moralista y pedagógico del PCP SL se for-
talezca en las universidades durante la década del ochenta y consiga administrar 
(en algunos casos en abierta disputa con el MRTA) el control de determinados 
espacios totales, en especial aquellos que dependen de bienestar universitario (el 
comedor y la residencia universitaria), estratégicos para el enrolamiento de las 
juventudes empobrecidas. 

El PCP-SL entendió el sistema educativo como un espacio estratégico que 
usaba para transmitir su ideología, espacio que le era funcional para sus pro-
pósitos de expansión política. A diferencia de otras agrupaciones de izquierda 
con mayor tradición obrera e inserción sindical como el PC-Unidad, reemplazó 
al sindicato por las escuelas, las universidades y las academias preuniversitarias 

2.1.
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como espacios de captación, formación y agitación política.18 Esto fue posible 
gracias a la forma cómo se viene desarrollando el ejercicio de la educación en el 
Perú, entendido como un proceso que privilegia lo memorístico, establece una 
jerarquía violenta entre el profesor y alumno, donde el maestro es el depositario 
central de una sabiduría letrada que el alumno debe recibir y repetir sin criti-
carla; y la ausencia de un proyecto pedagógico que entienda la producción de 
saberes como un proceso creativo basado en la reflexión. El PCP-SL empalmó 
con esta pedagogía autoritaria, pero también con el viraje radical del magiste-
rio que desde los años setenta realizó una relectura nacionalista y clasista de la 
historia peruana y cuestionó el orden social de manera autoritaria y por medio 
de la confrontación.19 El Estado no pudo neutralizar este radicalismo ni mucho 
menos reemplazar el predominio de esta pedagogía tradicional y autoritaria, lo 
que significó que pierda, como dijimos anteriormente, en la disputa por contro-
lar un espacio simbólico e ideológico tan importante como el sistema educativo. 

La reproducción ideológica del PCP-SL no se explica sin un escenario previo: 
la «revolución de los manuales» de materialismo histórico que ofrecían una ex-
plicación esquemática de la realidad social. El PCP-SL no crea esta explicación 
simplista, se apropia de estas lecturas adaptándolas dogmáticamente a la rea-
lidad nacional. Su propuesta (y luego la del MRTA) empalma con la tradición 
política altamente radical, ideologizada y de confrontación que señalamos an-
teriormente. En esa perspectiva, las identidades políticas de los distintos gru-
pos universitarios se construyeron bajo una interpretación revolucionaria de la 
sociedad cuyos contenidos y símbolos —expresados en un lenguaje clasista— 
fueron aprovechados por el PCP-SL a través de su disciplinada voluntad polí-
tica. Sin embargo, el principal atractivo que los distinguió de los demás grupos 
maoístas fue que, a través la demostración y la reivindicación de sus acciones 
armadas, logró ofrecer a sus militantes la posibilidad de sacarlos del escenario 
universitario y ponerlos al servicio de la «guerra popular». Así pues, el proyecto 
pedagógico del PCP-SL conquista y educa porque fueron los únicos que pasaron 
del discurso a la acción. En el marco de la radicalización de las agrupaciones de 
izquierda, ofrecieron a los estudiantes la tan ansiada consecuencia revoluciona-
ria y, a diferencia de otras agrupaciones de izquierda ambiguas, nunca renunció 
a la violencia y la guerra popular como estrategia para la conquista del poder. 

Tal vez el caso más claro de esta ambigüedad en el ámbito universitario es 

18  Posiblemente se debe a la experiencia adquirida en los setentas cuando llegan a controlar la Facultad de 
Educación de la Universidad de Huamanga, donde reclutan un buen número de militantes.
19  

Esto fue posible, entre otros factores, por la creación del sindicato de maestros (SUTEP) en 1972, con-
trolado desde entonces por el PCP Patria Roja; la pauperización y desprestigio de la carrera magisterial y la 
formación de los futuros maestros con planes curriculares marxistas en universidades y centros pedagógicos. 
Al respecto puede consultarse Gonzalo Portocarrero y Patricia Oliart (1989).
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el de Patria Roja, que sufre su primera escisión en 1978 con la aparición de la 
facción Pukallaqta y luego, en 1989, se desprenden los llamados Bolcheviques. 
Tras el inicio del accionar armado del PCP-SL, los grupos políticos derivados de 
los sectores radicales del maoísmo fueron victimas de los límites de su propio 
discurso, pues la presencia polarizante del PCP-SL les exige el desarrollo concre-
to de la guerra popular que por años prometieron y en apariencia preparaban. 
El resultado lógico de esta tensión, un factor común en todas las universidades 
estudiadas por la CVR, fue la integración de un importante sector de sus mili-
tantes al proyecto del PCP-SL. De este modo, la inicial y reducida militancia de 
esta agrupación se alimentó de nuevos militantes que provenían de Patria Roja, 
Pukallaqta, el FER Antifascista y Vanguardia Revolucionaria Proletario Comu-
nista, ya curtidos en la política universitaria. 

En un escenario de precariedad institucional y de crisis del país, el discurso 
senderista logró tener mayor éxito en los sectores más periféricos y pobres de los 
estudiantes, en especial de aquellos que dependían de los servicios de bienestar 
universitario, con quienes establece relaciones de clientelismo y de dependencia. 
Esto fue posible porque el PCP-SL impulsó su actividad proselitista en espacios 
cerrados y «totales» como el comedor y la residencia universitaria y privilegió, 
además, la captación de militantes en las facultades de Educación, sector donde 
se concentraba la mayor cantidad de estudiantes pobres y de perfil provinciano. 
Desarrollaron, asimismo, una estrategia de denuncia moralizadora contra la co-
rrupción de las autoridades universitarias, organizando sus acciones alrededor 
de demandas economicistas como el no pago de la matrícula, la ampliación de 
raciones en el comedor (con los comités de lucha de comensales), facilidades 
para el traslado interno (mediante los comités de lucha por el traslado interno) y 
la ampliación de vacantes (a través del Frente Único de Postulantes). 

De este modo, el PCP-SL logró niveles de coincidencia con otros grupos ra-
dicales de izquierda que venían aplicando la misma estrategia en décadas ante-
riores. El estilo de la reivindicación no fue patrimonio del PCP-SL; fue común al 
conjunto de organizaciones izquierdistas en las cuales se encontró condiciones 
para desarrollar y fortalecer sus objetivos. En suma, el discurso del PCP-SL no 
fue el único fenómeno violento y, menos aún, el más llamativo, pues el contexto 
universitario de ese momento estaba conmocionado. Con su estrategia el PCP-
SL buscaba incorporar a los estudiantes más golpeados por la crisis, principal-
mente aquellos que eran hijos e hijas de familias inmigrantes empobrecidas o 
que provenían de sectores rurales. Intuía —con razón— que estos estudiantes 
manejaban menos redes sociales en la ciudad y necesitaban integrarse a un refe-
rente colectivo mayor que les otorgue una identidad hasta entonces negada por 
la sociedad dominante.
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Generalmente los padres de estos estudiantes eran gente del campo. Ellos venían 
a la ciudad sólo a estudiar en la universidad, y los padres estaban alejados. Estos 
jóvenes no tenían el control de sus padres […] La gran mayoría eran de escasos 
recursos y vivían en pensiones. Aparte de eso, ellos tenían que vérselas de mil 
maneras para subsistir […] recurrían al comedor para comer y eso era todo lo que 
tenían […] hacían algunos trabajitos como las tareas de los mismos compañeros y 
sacaban solo para su pasaje, solo para subsistir; además, ellos no tenían nada, con 
la misma ropa venían todos los días.20 

Quienes buscaban organizarse en un partido tenían motivaciones no siem-
pre conscientes. A decir de Hinojosa «el partido, el círculo o la célula, proporcio-
nan una identidad y un referente colectivo a sus miembros, [comportamiento] 
muy preciado para una base social de jóvenes universitarios quienes, en número 
importante, se encontraban alejados de sus lugares de origen. Todos habían de-
jado atrás el entorno formal y disciplinado del colegio secundario y, muchos, 
a la familia» (Hinojosa 1999: 81). Por lo que se podía desprender del perfil so-
ciocultural de los simpatizantes y militantes del PCP-SL en las universidades, 
estos se ubicaron en una suerte de tierra de nadie, entre dos mundos: el andino-
tradicional de sus padres con costumbres y visiones del mundo que ya no com-
parten plenamente y el occidental o, más precisamente, el urbano-criollo, que 
los discrimina por cholos y serranos. 

A estos estudiantes, necesitados de una nueva identidad y seguridad intelec-
tual, PCP-SL les ofrece una explicación coherente del mundo (materia y movi-
miento), de la historia, de la filosofía (lucha entre idealismo y materialismo), así 
como de la historia universal (ascenso unilineal desde la comunidad primitiva 
al esclavismo, feudalismo, capitalismo, socialismo, para culminar con el comu-
nismo) y del Perú (lucha entre el camino burocrático y el camino democrático). 
En apariencia, estas interpretaciones surgían como intelectualmente desfasadas, 
pero se asentaron como políticamente eficientes en contextos de precariedad. 
Esto debido a que el PCP-SL no sólo les ofrece una explicación teleológica de 
la historia, sino además una organización (el Partido) que los acoge y les otorga 
identidad (Degregori 1990a). 

[...] yo no justifico las acciones del Partido Comunista pero sí considero que hay 
que diferenciar que el problema de la lucha armada tiene como raíz una causa 
social y estructural. El problema de que se levante (el PCP-SL), de que haya in-
surgido y aparecido no es de repente; yo pienso que los levantamientos en el Perú 
no vienen de ahora, vienen de mucho más atrás… el problema siempre ha sido la 

20  CVR. Testimonio de una ex-alumna de la Universidad Nacional del Centro del Perú (UNCP) y miembro 
del Tercio Estudiantil en 1991.
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sociedad injusta, una sociedad donde una clase pequeña somete a otra que es la 
mayoría [...].21 

En algunos casos, el deseo de superación y ascenso de estos estudiantes, 
que los llevaba a luchar por un título por todos los medios posibles y, al mismo 
tiempo, manejar el discurso de la guerra popular, se ajustaba con una voluntad 
política real. No se trataba solamente de ser como todos, sino de imponer la he-
gemonía, el mando de la propia clase, del propio grupo: asumir el protagonismo 
efectivo en la conducción de la universidad primero; y, después, de la sociedad y 
el Estado. En una sociedad en la que el protagonismo estuvo siempre reservado 
para los de Lima y no para los de provincias, una revolución verdadera, prota-
gonizada por quienes no eran blancos o criollos, no podía realizarse bajo el pa-
raguas del reformismo pequeño burgués de Izquierda Unida. Los marginados y 
excluidos debían buscar sus modelos en la periferia y encontraron uno científico 
y exitoso en el maoísmo del «presidente Gonzalo». 

Mira, Sendero ha trabajado con sectores de extracción popular y sobretodo con 
gente que viene del campo, la gente que tiene sus orígenes en comunidades, con 
gente de muy baja extracción económica ¿no? y de desosiego personal. Yo creo 
que el fenómeno de Sendero se explica en muchas estructuras psicológicas, en 
muchas estructuras... de eso estoy convencida. Personas, por ejemplo, que tienen 
desencuentros, que tienen postergaciones, que tienen mucha rabia, que están a 
punto de estallar ¿no? que quieren resarcir todo lo que les ha faltado, y todo lo 
malo que les ha ido [...] para mi, con un trabajo político y un poco de dogma era 
bien fácil que tu los captes. Entonces Sendero tenía un caldo de cultivo muy rico 
en el tipo de personalidad que tenían, personas con mucho desencuentro, muchas 
frustraciones, mucha rabia contenida, mucha desesperación, porque son personas 
desesperadas que quieren los cambios ya, de inmediato.22  

[...] la mayoría de ellos eran de origen popular, muy parecidos, venían de sectores 
urbanos populares de Lima, como San Juan de Miraflores, eran hijos de migrantes, 
de Independencia, de Comas, unos más pobres que otros, eran de partes diversas 
pero no había mucha diferencia [...] no eran de clase media, eran de procedencia 
provinciana, de Ayacucho y de diversas partes del país.23

Tenían algo que los hacían reconocibles, varias particularidades diría yo; por 
ejemplo, en términos físicos, era gente con el prototipo del provinciano pobre. 
Además, hacían algo intencionalmente: el no juntarse con otra gente, eran muy 
reacios de juntarse con otra gente, solo entre ellos se juntaban, lo cual los hacía 
más identificables. Tenían también comportamientos muy peculiares. Por ejem-

21   CVR. Testimonio BDI-II 328. Militante del PCP-SL de la UNMSM recluida en el penal Santa Mónica
22   CVR. Testimonio de una profesora de la Facultad de Sociología, UNCP. 
23   CVR. Testimonio de un ex dirigente del PUM, Universidad La Cantuta. 
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plo, era imposible ver a un senderista riendo, bromeando, eran idénticos en el 
lenguaje, habían interiorizado todo un lenguaje que si tú conversabas con uno de 
ellos sacabas rápido que era senderista por su modo de hablar. Era una especie de 
submundo que era atractivo para muy diversa gente creo ¿no? Terminando los 
ochenta, cuando la opción Izquierda Unida había explotado, mucha gente que ha-
bía antes militado en IU se pasa a Sendero, hubo una especie de diáspora masiva 
hacia Sendero. Manejaban un lenguaje confrontacional que creo no deja de ser 
atractivo para mucha gente.24

 Uno de los posibles factores que propiciaron que el discurso del PCP-SL 
sintonice con las expectativas de los jóvenes empobrecidos puede encontrar-
se en las motivaciones personales que PCP-SL exacerbaba a su favor. A estos 
jóvenes, les ofreció un discurso muy clasista que escamotea la violencia de la 
discriminación racial, étnica y de género para subordinarla a la lucha de clases 
y la construcción de un nuevo poder: el estado de la nueva democracia. De este 
modo, PCP-SL les facilitó una identidad grupal y partidaria con la posibilidad 
de quebrantar el viejo orden social y el poder de construir otro nuevo, donde la 
igualdad clasista borraría por añadidura la discriminación sociocultural de la 
que eran víctimas. 

La mayoría de cuadros del PCP-SL carecían del brillo intelectual de sus com-
petidores de izquierda a quienes rebatían con argumentos como la naturaleza 
inevitable de la lucha armada y la verdad irrefutable del marxismo-leninismo-
maoísmo (el «pensamiento Gonzalo»). Es que para los militantes del PCP-SL, 
la desconfianza en el sistema político, sumado a la discriminación y exclusión 
cotidiana, motivaban la idea y la posibilidad de crear un orden alternativo, claro 
e inexorable, donde la lucha armada era la única salida viable. Muchos encon-
traron en las certidumbres y acciones del partido la posibilidad de recuperar 
una iniciativa y un poder que hasta entonces les habían sido negados (Sandoval 
2003).

Podemos, entonces, trazar el itinerario del PCP-SL en las universidades. En 
Ayacucho, el joven profesor Abimael Guzmán es contratado en 1963 para ejercer 
la cátedra de Filosofía25 en la Facultad de Educación, en el marco de reapertura 
de la Universidad de Huamanga. Por ese entonces, Guzmán era militante del 
Partido Comunista; pero, luego de la división de este partido en 1964, se alineó 
con el sector maoísta y asumió la conducción del Comité Regional José Car-

24  CVR. Testimonio de un profesor de la Facultad de Letras UNMSM. Integrante de la Coordinadora de 
Defensa de San Marcos 1989.
25   En 1962 el reconocido antropólogo Efraín Morote Best, llega al rectorado gracias al apoyo del Frente Estu-
diantil Revolucionario de la Universidad de Huamanga. Morote Best es un personaje clave de esta época pues 
como rector logra convocar a un interesante grupo de intelectuales extranjeros y nacionales (de Lima y pro-
vincias), que le otorga a la universidad un dinamismo intelectual inédito en la región. Véase Degregori (1990).
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los Mariátegui del Partido Comunista Bandera Roja. Al frente de este Comité 
Regional, logró obtener la hegemonía en el Frente Estudiantil Revolucionario 
(FER) y en la Federación Universitaria (FUSCH), e impulsó la creación de la 
Federación de Barrios y el Frente de Defensa del Pueblo. 

Bandera Roja tuvo en 1969 una disputa interna entre las facciones del pro-
fesor Abimael Guzmán y la del abogado Saturnino Paredes, justo cuando en 
Huanta se realizaba la lucha por la gratuidad de la enseñanza y en Huamanga 
se desarrollaba el congreso de la Federación Departamental de Comunidades y 
Campesinos de Ayacucho (FEDCCA). La facción de Guzmán fue derrotada en 
esta pugna e inmediatamente él y un buen sector del Comité Regional Mariáte-
gui se alejaron de Bandera Roja, convencidos de que la única manera de recons-
tituir el Partido Comunista era apartándose de su línea oficial. Avanzaron, así, 
en la formación de una nueva organización política distinta a Bandera Roja, co-
nocida como PCP Sendero Luminoso en alusión al lema que el FER controlado 
por ellos en la UNSCH utilizaba en sus publicaciones: «Por el sendero luminoso 
de Mariátegui». 

El PCP-SL va a tener, entre 1969 y 1973, un predominio indiscutido en la 
UNSCH en cuyo Consejo Ejecutivo, sin llegar a ser mayoría, influyen decisiva-
mente. Abimael Guzmán se desempeña por entonces como Director Univer-
sitario de Personal a cargo de todos los docentes y empleados. Otro destacado 
miembro del PCP-SL, Antonio Díaz Martínez, ocupó el puesto de Director de 
Bienestar Estudiantil, responsable del comedor y la vivienda universitaria, servi-
cios claves para la relación con el alumnado provinciano más pobre que llegaba 
a Ayacucho con escasísimos recursos para tentar una de las limitadas vacantes 
en el comedor y la vivienda. 

Entre 1970 y 1972, un sector clave de jóvenes estudiantes e intelectuales aya-
cuchanos (futuros cuadros del PCP-SL) conforman el Centro de Trabajo Inte-
lectual Mariátegui (CTIM) con Guzmán a la cabeza y se sumergen en el estudio 
exegético de los clásicos del marxismo-leninismo, especialmente de las obras de 
José Carlos Mariátegui y sus interpretaciones sobre la realidad peruana (véase el  
capítulo del PCP-SL en el Informe final de la CVR y Degregori 1990a). Mientras 
tanto, la hegemonía del FER-SL en la Federación de Estudiantes de Huaman-
ga (FUSCH) llega a su fin cuando en 1973 es derrotado electoralmente por el 
Frente Único de Estudiantes (FUE) que agrupaba a todos sus opositores.26 Al 
año siguiente, pierden también la conducción del sindicato de docentes (SUTE-
UNSCH) por un frente amplio liderado por el MIR-IV Etapa y Vanguardia Re-

26  Que congregaba al MIR-IV Etapa, Bandera Roja, Vanguardia Revolucionaria, además de la Democracia 
Cristina y otros sectores independientes.
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volucionaria. Estas derrotas hacen que el FER-SL pierda influencia en el Consejo 
Ejecutivo de la universidad y se repliegue en el único espacio donde aún mante-
nía su hegemonía: la Facultad de Educación. 

Durante 1974, Guzmán pasaba largos períodos en Lima y su presencia en 
Huamanga era esporádica, de modo que en 1975 se dicta su resolución de cese 
de la UNSCH, que lo alejará definitivamente de la Universidad. Sin embargo, 
en 1976, el PCP-SL recuperó la conducción de la FUSCH, que dos años después 
abandona pues sus principales cuadros estaban preparándose para el inicio de 
la lucha armada en el marco de la «Reconstitución del Partido en función de la 
guerra popular».27 En resumen, luego de controlar sectores importantes de la 
universidad, el PCP-SL terminó abandonando los claustros universitarios: tras-
ladó a un sector de sus militantes al campo y otros se fueron a consolidar su 
presencia a nivel nacional a través de la docencia en colegios y universidades. 

Esto se observa en las universidades del Centro y La Cantuta, que a través de 
convenios de intercambio docente reclutaron a sus primeros militantes extra-
regionales. La Universidad del Centro, por ejemplo, contrató en 1977 y 1978 a 
Osmán Morote Barrionuevo (hijo de Efraín Morote Best) como profesor de la 
especialidad de antropología quien, una vez en la Universidad, formó círculos 
de estudios marxistas.28 A través de las conferencias públicas y las academias 
preuniversitarias, Luis Kawata y Herminio Parra trataron de captar, entre 1978 
y 1979, a otros militantes.29 Por esos mismos años (1975-1980), en La Cantu-
ta el discurso provocador y efectista de la docente Nilda Atanasio y el carisma 
del profesor Víctor Zavala Cataño (con un trabajo importante en los centros de 
folklore, danza y principalmente en el Teatro Campesino, de claro tinte proseli-
tista),30  facilitaron la incorporación de un sector considerable de militantes de 
Pukallaqta y Patria Roja a las filas del PCP-SL. 

En San Marcos ocurre un proceso similar. A mediados de los setenta, la labor 
proselitista de Luis Kawata en la Escuela de Filosofía, y el activismo estudiantil 
de Edmundo Cox Bezeuville en la Facultad de Economía fueron continuados 

27  La última aparición de la Junta Directiva de la FUSCH controlada por el PCP-SL se da en 1978, durante el 
XVI Congreso de la FEP en el Cusco. En aquella ocasión el PCP-SL, aliado con Pukallaqta y el FER-Antifascis-
ta, intentan dominar el Congreso enfrentándose a Patria Roja, pero al ser derrotados se retiran. Por otro lado, 
en diversas universidades del país organizan el FER Luminoso, llegando a tener una importante presencia en 
universidades como la UNI y la Universidad de Tacna.
28  Llega a dictar los cursos de Introducción a las Ciencias Sociales, Historia de la Ideas Políticas, y Antropo-
logía General. 
29  Kawata dictó en la academia preuniversitaria Euclides (administrada por un estudiante de la UNI cercano 
al PCP-SL), los cursos de materialismo histórico, materialismo dialéctico y dialéctica de la naturaleza. Fue 
expulsado del Comité Central del PCP-SL a mediados de 1979. 
30  Zavala Cataño dejó la docencia en la UNE en 1983 y pasó a la clandestinidad. El 23 de junio de 1991, la 
DINCOTE lo detuvo y lo sindicó como el responsable del Comité de Planeamiento y Aniquilamiento del 
PCP-SL a nivel nacional. Su captura se realizó casi al mismo tiempo que la de Tito Valle Travesaño y Yovanka 
Pardavé, cuadros importantes de Socorro Popular en Lima Metropolitana.
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en los ochenta por la profesora de Psicología y ex dirigente del FER Antifascista 
Lourdes Carpio. La presencia del PCP-SL en San Marcos fue más importante 
en las facultades de Letras, Educación, Física y Psicología. Lima Metropolitana, 
mientras tanto, se convirtió en un espacio importante para captar cuadros, entre 
los que destacan Elena Iparraguirre (Educación, UNIFE), Margie Clavo Peralta, 
Martha Huatay (Derecho, UNMSM), Laura Zambrano (educadora) y Oscar Ra-
mirez Durand (Ingeniería, UNI). 

Para 1980, todos los cuadros políticos importantes del PCP-SL se encontra-
ban fuera de la UNSCH. En ese año, el PCP-SL organizó su último acto público 
en la Universidad por el Día del Trabajo y despidió a Julio César Mezzich,31 el 
último de sus dirigentes importantes que pasaba a la clandestinidad. Esta cere-
monia fue un verdadero acto preformativo, ya que se realizó en medio de un 
mar de banderas rojas, enarboladas por militantes que vestían a la usanza de los 
guardias rojos de la Revolución Cultural China. 

Durante la primera mitad de los ochenta, el trabajo del PCP-SL en las uni-
versidades fue más de reproducción ideológica y captación de militantes a través 
del Movimiento Juvenil Popular. En La Cantuta, el PCP-SL crece inicialmente 
absorbiendo a los militantes de grupos afines como Pukallaqta. En 1987, la ges-
tión de Izquierda Unida en la Federación de Estudiantes de La Cantuta (FEU-
NE) estaba desprestigiada, lo que permite que en 1989 el PCP-SL desplace a 
todos sus rivales y aproveche la división de Patria Roja. Se adueñó del control 
de espacios claves como el comedor, la residencia y algunos centros federados 
como Pedagogía, Ciencias Naturales, Matemáticas y Ciencias Sociales, mediante 
distintos comités de lucha controlados por sectores cercanos al PCP-SL. 

Un aspecto que se debe resaltar es que, en todo este proceso de expansión 
del PCP-SL, el liderazgo femenino adquirió gran relevancia, lo cual no implica 
que el PCP-SL haya construido un discurso sobre el problema de la mujer, sino 
que utilizaba pragmáticamente su condición de subordinación y necesidad de 
reconocimiento para reclutar militantes y encuadrarlas en los objetivos de su 
proyecto armado. Para el PCP-SL, el problema central no era la inequidad en las 
relaciones de género entre hombres y mujeres, sino la lucha de clases, que tenía 
su expresión final en la «guerra popular»:

El problema no es luchar contra el otro sexo, con tu sexo opuesto, pues ambos 
son igualmente explotados; un campesino, una campesina, ambos son explota-
dos; un obrero, una obrera, un profesor, una profesora… más bien [el discurso de 
la mujer] llama a desunir, y no se puede luchar sólo por tus derechos como mujer, 

31  Mezzich era egresado del colegio jesuita La Inmaculada de Lima, estudiante de medicina de la Universidad 
Cayetano Heredia y ex militante de Vanguardia Revolucionaria. A mediados de los setenta participó como 
militante de VR en las movilizaciones campesinas por la toma de tierras en Andahuaylas, pero se radicalizó 
junto con otros dirigentes y pasó tempranamente a las filas del PCP-SL.
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porque debemos de luchar contra quien nos explota […] [aunque] también lucho 
contra el que no es de mi sexo, pero por el hecho de que me explota.32

 Una mirada instrumental parecida se encontraba en la concepción que tiene 
el PCP-SL sobre la música, el teatro popular y en general sobre todo el proceso 
educativo:

En la danza y en la cultura se daba ese intercambio de ideas; entonces, por el 
mismo hecho de la situación que estábamos viviendo en el país, el debate sobre 
la cultura no era ajeno de ninguna manera a la misma guerra popular que se des-
envolvía.33  

Aquí en la universidad de Huancayo empezamos a desarrollar el folklore, creamos 
los talleres de danzas; entonces empezamos a desarrollar el folklore […] habían 
grupos de chicos que bailaban danzas de la región. Esto después se extendió, in-
cluso se hacían corta montes dentro de la universidad. A veces estábamos en cla-
ses y de pronto una banda por allí, una bulla, unos danzando detrás de la banda 
[...] Un día vino un chico y me dice: «señorita voy hacer un sikuri». «Ya pues» —le 
digo— ¿no? Pasó como un mes y de pronto veo unos chicos que están con sus 
ponchitos verdes, su chullo verde y aparece una chica con su bandera, su bombo, 
sus zampoñas. Eran excelentes chicos, hacían bromas en el salón y muy ingenio-
sos, a mí me encantó… pero después todo se perdió porque los talleres de danzas 
fueron intervenidos; es decir, se infiltraron allí los senderistas y entonces cuando 
los grupos se presentaban en las facultades, en los pueblos, salían las consignas. 
Entonces se perdió, todo ese impulso se perdió.34 

Se debe destacar también que, si bien al principio la militancia del PCP-SL 
no tuvo mayores diferencias ideológicas con los otros grupos maoístas, con el 
inicio de las acciones armadas se tornó necesario el endurecimiento de su mili-
tancia por las condiciones de clandestinidad y militarización del partido. Se de-
nominó a esto la «cuota», es decir, la disposición a entregar y sacrificar la propia 
vida cuando el partido lo dispusiera. Era necesario «llevar la vida en la punta de 
los dedos», como declaró Abimael Guzmán a El Diario en 1988. Con el pasar 
del tiempo sus militantes fueron percibidos por otros estudiantes como jóvenes 
endurecidos con un enorme resentimiento frente al sistema y una percepción 
moralista de la vida. 

Esto se ve plasmado en el llamado sacrificio revolucionario que significaba 
inmolar el plano personal en aras de la fidelidad al partido y al denominado 

32   CVR. Testimonio de un ex estudiante de La Cantuta, recluida en el penal de Chorrillos.
33  CVR. Testimonio de un ex estudiante sanmarquino, militante del PCP-SL recluido en el penal Castro 
Castro. 
34   CVR. Testimonio de una profesora de Pedagogía y Humanidades, Universidad del Centro. 
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«presidente Gonzalo». Sus militantes compartían un sentimiento de secta que 
se reforzó en los ataques que cometieron contra militantes de otros partidos de 
izquierda, a quienes acusan de electoreros, traidores, corruptos, revisionistas y 
servidores del social imperialismo: 

Lo peor de ellos [miembros del PCP-SL], lo más criticable y censurable, es que 
hablaban con esa muletilla que decía: «eres un perro miserable», «eres un encalle-
cido revisionista», «eres un miserable que lucra con el sufrimiento de los hijos del 
pueblo»; y así utilizaban otros términos para diferenciarse.35 

De acuerdo a lo investigado por la CVR, podemos decir que el PCP-SL no 
piensa la universidad como un espacio de confrontación militar, sino como un 
centro de agitación política, captación de militantes y eventualmente de refugio. 
También aprovecha los recursos y la infraestructura de la universidad a través 
del control de la Dirección de Bienestar Universitario, que les permitía imprimir 
sus volantes y publicaciones, obtener víveres, colchones y medicinas para entre-
gar a sus militantes presos o heridos. 

A fines de los ochenta e inicios de los noventa, el PCP-SL llegó a controlar 
en La Cantuta y en la Universidad del Centro importantes espacios como las 
comisiones de admisión, los concursos de cátedras y de trabajadores no docen-
tes; además, se infiltró en las academias preuniversitarias y los diversos Frentes 
de Postulantes. En 1990, el PCP-SL colocó a 11 de sus militantes en la Asam-
blea Universitaria de la Universidad del Centro, donde el conflicto se desarrolló 
como una verdadera guerra interna debido al intenso fuego cruzado entre los 
militantes del PCP-SL y el MRTA, que luchaban por el control físico de diversos 
espacios de la Universidad. Esto produjo un significativo número de muertos 
entre docentes, estudiantes y trabajadores. A esta lucha se sumaron, luego, los 
comandos paramilitares y las propias fuerzas del orden que detienen, desapa-
recen y ejecutan extrajudicialmente a docentes y estudiantes por su supuesta 
filiación con los grupos subversivos. El saldo final fue de 109 muertos y desapa-
recidos y otros 39 casos en proceso de verificación. 

En La Cantuta, el PCP-SL controló los comités estudiantiles del comedor, la 
residencia, transporte y los grupos culturales, lo que le permitió ejercer presión 
sobre las autoridades universitarias.36 Este mismo copamiento no se produjo 
en la Universidad San Marcos, donde el PCP-SL encontró la resistencia organi-
zada de los estudiantes. En 1989, los estudiantes formaron la Coordinadora de 

35  CVR. Testimonio de un ex militante de la UDP-San Marcos, durante la segunda mitad de la década de 
1980. 
36  La presión no sólo fue verbal sino también física, llegando incluso al asesinato, como fue el caso de Rosa 
Pretell, supervisora de la residencia estudiantil, a quien acusaron de ser informante de las Fuerzas Armadas 
(septiembre, 1991).
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Defensa de San Marcos, integrada por militantes de agrupaciones de izquierda 
y comunidades cristianas de base, juntando diversas iniciativas contra la vio-
lencia del PCP-SL. Este grupo sólo logra focalizar su trabajo en el Centro de 
Estudiantes de Historia, el Comité de Lucha en el Comedor y el Sindicato de 
Trabajadores no Docentes. En la Universidad de Huamanga, el feroz ataque de 
las fuerzas paramilitares contra la universidad y los asesinatos contra miembros 
de la comunidad universitaria, los obligó a mantener un perfil bajo. 

Pero la expansión del PCP-SL empezó a decaer desde 1991 con la instalación 
de destacamentos militares dentro de las universidades, la captura de Abimael 
Guzmán en septiembre de 1992, la propuesta de Acuerdo de Paz en 1993 y la di-
visión interna que enfrentaba. Al quedar sin liderazgo su estructura partidaria, 
los militantes universitarios son paulatinamente capturados por la efectividad 
de la nueva estrategia contrasubversiva, la debilidad del PCP-SL y el uso antoja-
dizo de la ley de arrepentimiento. 

Esto se pudo apreciar en una encuesta que la CVR realizó en los penales 
Castro Castro y Santa Mónica de Lima, entre 143 internos (106 hombres y 37 
mujeres) con instrucción superior acusados de pertenecer al PCP-SL. Se cons-
tató que el 53% (76) ingresaron a la universidad entre 1987 y 1992, y que el 57% 
(81) fueron capturados entre 1992 y 1994. Las especialidades de Educación y 
Ciencias Sociales fueron las carreras donde más se agruparon los internos con 
un 34% (49); y las universidades de San Marcos y La Cantuta concentraron el 
57% (82) del total de estudiantes recluidos.

Jóvenes estudian rodeados de pintas senderistas en un aula de la Facultad de Letras de la 
UNMSM. Fotografía de Jaime Rázuri, 1989.
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Arriba.
Restos del Centro de Inves-
tigación “Allpachaka” de la 
Universidad San Cristóbal de 
Huamanga, en Ayacucho, di-
namitado por Sendero Lumi-
noso el 3 de agosto de 1982. 
Fotografía de Carlos Valer. 

Izquierda.
Local de la federación de estu-
diantes (FUSM) destruido por 
la acción de grupos subversi-
vos. Fotografía de Víctor Bus-
tamante, Taller de Fotografía 
Social. 
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2.2.	 La presencia del MRTA

En 1984, el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA) ingresó al 
escenario de la violencia en medio de una crisis económica galopante y el in-
cremento de las acciones del PCP-SL en varias zonas del país. Esto activó más 
el radicalismo estudiantil que internamente sufría un deterioro del presupuesto 
universitario, infraestructura y calidad educativa. Con el inició de las acciones 
armadas, el MRTA intentó marcar una clara diferencia con el PCP-SL. Su débil 
presencia en la Universidad estuvo centrada en dos objetivos: publicitar su lucha 
armada y obtener cuadros políticos y militares, que en muchos casos abandona-
ron la universidad para integrarse a los denominados Frentes Guerrilleros —en 
otros casos, el Batallón América conformado por el M-19 de Colombia y otros 
grupos armados latinoamericanos—. 

Las organizaciones políticas que dieron origen al MRTA en marzo de 1982 
reclamaban para sí ser parte de lo que se denominó en la década de los setenta la 
corriente proletaria y socialista. En ese año, militantes y dirigentes de los grupos 
conocidos como MIR-El Militante (MIR-EM) y el PSR-Marxista Leninista (PSR-
ML) se reunieron en un Comité Central y, después de un balance de la situación 
política nacional e internacional, llegaron a la conclusión de que las condiciones 
para el reinicio de la violencia revolucionaria estaban dadas. Acordaron, enton-
ces, adoptar el nombre de Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). 
Los integrantes de dichas organizaciones tuvieron en 1979 una experiencia pre-
via de unidad en el FRAS (Frente Revolucionario Antiimperialista y por el So-
cialismo). 

La nueva organización empezó su preparación para el inicio de acciones ar-
madas. Paralelamente ingresaron a la Unidad Democrática Popular (UDP) y, en 
consecuencia, a IU con el objetivo de interesar a otras organizaciones como VR 
y el MIR-Confluencia. Sin embargo, sus esfuerzos no prosperaron. Esto motivó 
que el PSR-ML y el MIR-EM radicalicen sus propuestas armadas y fortalezcan 
el trabajo de construcción político militar del MRTA y su trabajo en su frente de 
masas —el Movimiento Pueblo en Marcha—. 

En esa perspectiva iniciaron sus acciones armadas atacando, el 22 de enero 
de 1984, al puesto policial de Villa El Salvador, además de otras acciones en Lima 
y provincias. En diciembre de 1986, en el marco de I Comité Central Unitario, 
se integró al MRTA el MIR-Voz Rebelde, que tenía un importante trabajo en la 
UDP37 y experiencia en acciones armadas desde 1985 a través de sus Comandos 
Revolucionarios del Pueblo. Se inició, además, una acción política de relevancia 

37  En 1984, los partidos VR, PCR y MIR-Confluencia, integrantes de la UDP conformaron el Partido Uni-
ficado Mariateguista (PUM); pero, en este proceso, un sector descontento del MIR-C (MIR-Voz Rebelde) 
no participó en la formación de este nuevo partido político y adoptó las siglas del disuelto frente UDP para 
promover la constitución de un frente político alternativo a la izquierda legal.
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en los departamentos de San Martín, Lambayeque, Ancash y La Libertad. En 
este contexto es que se dio la confluencia UDP-Pueblo en Marcha, que actuaba 
como el brazo político del MRTA a nivel universitario, en la Universidad del 
Centro, la UNI, San Marcos, La Cantuta, entre otras.38 

La presencia del MRTA en San Marcos, La Cantuta y la UNSCH fue bastante 
débil. Sólo después de su integración con el MIR Voz Rebelde logró, mediante la 
UDP, obtener una mayor presencia en San Marcos y La Cantuta. La Universidad 
del Centro merece una atención especial, ya que es la única universidad que el 
MRTA quiso controlar y convertir en un centro especializado de captación y 
formación de cuadros políticos y militares. Pero este objetivo fracasó cuando, 
en abril de 1989, una numerosa columna armada del MRTA es derrotada en Los 
Molinos (en la zona de Jauja), lo cual obligó a su dirección a retirar a sus mejores 
cuadros de la universidad y reemplazar a sus militantes caídos en los distintos 
frentes guerrilleros. Ese vacío político fue aprovechado por el PCP-SL, que ter-
minó expulsando al MRTA de la Universidad mediante la amenaza y el asesinato 
de sus militantes.39  

En líneas generales, la estrategia del MRTA en las universidades fue tomarla 
como un espacio de propaganda político-militar. En ese sentido, su presencia 
fue simbólica y asociada a desfiles con armas y con los rostros cubiertos con 
pasamontañas. Esto se debe a que el MRTA no tuvo la necesidad de construir 
una estrategia política en la Universidad, ya que contaba con el apoyo de grupos 
políticos —tales como UDP-Pueblo en Marcha— que actuaban como organis-
mos de fachada. Ello le permitió acceder a las dirigencias estudiantiles e incluso 
tener alianzas determinadas con algunos partidos de la izquierda legal, relación 
fundamental para su estrategia de captar nuevos cuadros e integrarlos a sus mi-
licias. Por ello, el MRTA no se enfrentó abiertamente con los otros grupos de 
izquierda debido a que los veía como potenciales y necesarios para su crecimien-
to. Al parecer, esta estrategia no fue exitosa y, a inicios de la década del noventa, 
el MRTA terminó siendo desplazado por el PCP-SL, organización que sí logró 
monopolizar el discurso de la violencia y la «guerra popular». Además, debemos 
considerar que parte del brazo político del MRTA (UDP-Pueblo en Marcha) co-
menzó a discrepar y a distanciarse de su organización por su aparente semejanza 
con las prácticas del PCP-SL o por su extrema militarización, que subordinaba el 
trabajo político de masas. Al final, esta organización quedó aislada y poco a poco 
fue perdiendo militantes, que se alejaban o eran capturados. 

Luego de la intervención militar de 1991 en las universidades, el MRTA per-
dió la posibilidad de realizar acciones de propaganda armada. A mediados de la 

38  Véase el capítulo sobre el MRTA en el tomo II del Informe final de la CVR.
39  Véase el estudio en profundidad sobre la Universidad del Centro en el tomo V del Informe final de la CVR.
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década de 1990, tras la captura de sus principales líderes, no se registró ninguna 
actividad importante de esta organización subversiva.40  

3.     La estrategia contrasubversiva del Estado en las universidades

El comportamiento del Estado y de la fuerzas del orden con respecto a las uni-
versidades puede ser caracterizado en función de tres etapas. Inicialmente se 
mostraron indiferentes al problema de la violencia en las universidades; en un 
segundo momento, con la presencia estatal se dio vía a la represión policial y 
paramilitar que se inició en 1987 (y que tendió a ser indiscriminada y despro-
porcionada); y, en un tercer momento, estuvo definido por la militarización de 
la vida universitaria, que desde 1991 colocó a la universidad como objetivo de la 
lucha contrasubversiva del régimen de Alberto Fujimori. Según los testimonios 
recogidos por la CVR, podemos decir que el Estado, a través de las fuerzas del 
orden, fue el actor de la violencia que más golpeó a la comunidad universitaria, 
como puede verse en el cuadro 4. 

Desde que se desató la lucha armada en 1980, el gobierno acusaba sin funda-
mento a las autoridades de la Universidad de Huamanga de apoyar y fomentar 
actividades subversivas. En octubre de 1981, luego de que se declarara el Estado 
de Emergencia en cinco provincias de Ayacucho, las fuerzas policiales ingresa-
ron a la residencia estudiantil de la UNSCH y detuvieron a medio centenar de 
estudiantes; pero no encontraron ninguna prueba que vinculara a la universidad 
con el PCP- SL. A fines de 1982, cuando las Fuerzas Armadas ingresan al escena-
rio regional de la violencia, la situación en la Universidad se vuelve crítica. Los 
militares comenzaron a detener a estudiantes y docentes, a quienes acusaron 
de pertenecer al PCP-SL. En realidad las fuerzas del orden, al carecer de una 
adecuada estrategia de inteligencia, suponían que el PCP-SL aún mantenía a 
sus principales dirigentes en la universidad, cuando en realidad ya habían sido 
desplazados años antes al campo y en la práctica no realizaban ninguna acción 
relevante en la universidad. Por esos años, los agentes del orden hicieron de la 
represión, la tortura física y la destrucción de la infraestructura, su métodos 
contrasubversivos más comunes.41 

40 Salvo la participación efímera de un pequeño grupo en la Facultad de Ciencias Sociales de San Marcos, 
donde forman talleres de estudio, pero son capturados por la DINCOTE en 1996. Uno de sus militantes llega a 
participar en el secuestro del empresario boliviano Samuel Doria Medina. Se presume que el dinero del rescate 
financió parte de la operación de toma de rehenes en la residencia del embajador japonés.
41 Véase el acápite sobre las Fuerzas Armadas en el tomo II del Informe final de la CVR.
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Cuadro 4

Con el nuevo gobierno de Alan García Pérez, todo hizo suponer que la es-
trategia contrasubversiva y la política de seguridad interna tendrían cambios 
sustantivos. Pero las sucesivas incursiones de los militares en comunidades cam-
pesinas como Pucayacu, Umaro, Accomarca y Bellavista —así como la matanza 
de los penales en 1986— marcaron un punto de inflexión en las relaciones entre 
el poder Ejecutivo y los altos mandos militares, que se tornó, luego, en conflicti-
va. El plan del PAP de lograr el control civil sobre las Fuerzas Armadas fracasó 
y se replegó sobre las fuerzas policiales, a las cuales fortaleció con la idea de que 
retomaran la responsabilidad en la lucha contrasubversiva bajo el liderazgo del 
gobierno. 

En febrero de 1987 se inició el segundo momento de la estrategia contra-
subversiva con el ingreso simultáneo de la Policía en las universidades de San 
Marcos, La Cantuta y la UNI en Lima, donde detuvieron a alrededor de 700 
estudiantes. Nuevamente, estos operativos no consiguieron resultados positivos; 
por el contrario, obligaron a que los cuadros del PCP-SL y el MRTA se refugia-
ran aún más en la clandestinidad. Otra vez, la ausencia de una estrategia clara de 
inteligencia frente a los grupos subversivos convirtió a la represión policial en 
un esfuerzo infructuoso. 

Desde entonces, las intervenciones fueron más frecuentes. Entre 1988 y 1989, 
la ofensiva de las fuerzas del orden experimentó un endurecimiento; pero, a di-
ferencia del período anterior, esta nueva etapa implicaba operaciones parami-
litares más selectivas y encubiertas. En 1988, tres estudiantes de San Marcos 
murieron por los disparos realizados por las fuerzas policiales cuando reprimían 
manifestaciones estudiantiles.42 A fines de ese año, se produjo el secuestro y la 

42  Los estudiantes son Javier Arrasco, Carlos Barnett y Hernán Pozo Barrientos.
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desaparición de dos importantes dirigentes de la Federación Nacional de Do-
centes Universitarios.43  En abril de 1989, fuerzas combinadas de la Policía y el 
Ejército irrumpen en La Cantuta sin lograr capturas importantes. 

En la UNSCH, el 3 de enero de 1989, grupos armados en operaciones encu-
biertas atacan varias instalaciones e inmuebles de la Universidad como el co-
medor universitario, la residencia de estudiantes y el tópico del servicio médico 
odontológico; además, dinamitan 11 unidades de transporte y la imprenta. Ese 
mismo día, fuerzas combinadas de la Policía y el Ejército incursionan en la re-
sidencia y detienen a más de treinta estudiantes. Entre 1989 y 1990, ocurrieron 
en la UNSCH otros actos violentos como el atentado al rectorado, a la casa del 
rector Pedro Villena y el asesinato de docentes y personal de la Universidad por 
agentes que estaban cubiertos con pasamontañas y portaban armas con silen-
ciadores.44 

El año de 1989 marcó también un punto de inflexión en la Universidad del 
Centro. Se produjo la primera incursión combinada de las Fuerzas Armadas y 
Policiales en el campus universitario. Como consecuencia, se incrementaron las 
violaciones de los derechos humanos. A diferencia de otras universidades, en 
la Universidad del Centro la represión estatal fue más feroz y sangrienta, pues 
las acciones de las fuerzas del orden polarizaron hasta sus extremos el enfren-
tamiento militar ya existente entre el PCP-SL y el MRTA por el control de la 
universidad. La modalidad que siguieron las fuerzas del orden para frenar el 
avance del PCP-SL y el MRTA fue, primero, la detención, luego la desaparición 
y finalmente la ejecución extrajudicial de docentes, trabajadores y estudiantes.45 
Tal vez el caso más conocido fue el del vicerrector académico Jaime Cerrón Pa-
lomino, quien fue secuestrado en junio de 1990 al salir de su domicilio, y luego 
hallado sin vida a las afueras de Huancayo.

Pero no fue el único caso. Las investigaciones realizadas por la CVR permi-
tieron establecer que en esa universidad el número de muertos y desaparecidos 
llegó a 109. Las ejecuciones extrajudiciales de estudiantes fueron 36; hubo 29 
desapariciones forzadas, 28 asesinatos y cuatro muertes en enfrentamientos ar-
mados. A este número debemos agregar el asesinato de ocho docentes y cuatro 

43  Los docentes José Aznarán y Javier Alarcón fueron detenidos y desaparecidos entre diciembre de 1989 y 
enero de 1990. Por esa misma época ocurre en Lima la desaparición del estudiante de sociología de la Pontifi-
cia Universidad Católica (PUCP) Ernesto Castillo Páez, y se encuentran los cuerpos asesinados de los herma-
nos Malpartida, también estudiantes de la PUCP. 
44  Entre las víctimas de los grupos paramilitares podemos mencionar a Ciro Aramburú (jefe de Bienestar 
Universitario), Fernando Colonio (asesor legal de la universidad), Francisco Solier (docente), su esposa e hijo, 
y Leonor Zamora (docente y ex-alcaldesa de Huamanga). El asesinato en enero de 1989 del profesor y militan-
te del PAP Carlos Capelleti esta aún por esclarecerse.
45 

 Esto tiene su origen con la promulgación del Estado de Emergencia y la creación del Frente Mantaro en 
1989, a cargo de Luis Pérez Documet, alto oficial del Ejército que luego se traslada a Lima en 1991. Documet 
tuvo potestad en la zona este de Lima, coordinando operativos especiales. Era Jefe de la División de Fuerzas 
Especiales (DIFE) cuando se realizó la matanza de estudiantes de La Cantuta en 1992.
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trabajadores, además de 39 casos en proceso de verificación, con lo cual el nú-
mero de víctimas del conflicto armado interno en este centro de estudios supera 
el de 140. La edad promedio del total de víctimas fluctúa entre los 21 y 26 años, y 
todos los casos se produjeron en el período 1989-1993, tiempo que coincide con 
la implementación de la nueva estrategia contrasubversiva. 

La virulencia del radicalismo estudiantil sirvió de pretexto para que en 1991 
el gobierno de Alberto Fujimori autorice la intervención militar de las universi-
dades, mediante la instalación de bases militares dentro de los campus universi-
tarios. En 1991, se instalaron bases en las universidades de San Marcos, La Can-
tuta, la UNI, el Callao y Hermilio Valdizán; y un año después en la del Centro. 
La medida contó con el apoyo de un gran sector de docentes y estudiantes que 
vieron en las Fuerzas Armadas la única opción posible para mantener el orden 
en los claustros y frenar el avance del PCP-SL, que proclamaba el desarrollo de 
su «equilibrio estratégico». Asimismo, sirvió de termómetro para medir la divi-
sión interna en la comunidad universitaria y la crisis de representación de los 
partidos políticos que actuaban en la universidad. Igual respaldo hubo de parte 
de la opinión pública convencida que las universidades nacionales eran centros 
de adoctrinamiento subversivo y que los estudiantes de determinadas carreras 
eran militantes subversivos. 

En La Cantuta, el grupo paramilitar Colina incursiona la madrugada del 18 
de julio de 1992 en la residencia universitaria, donde asesinó extrajudicialmente 
a nueve estudiantes y un profesor. El argumento fue que pertenecían a las filas 
del PCP-SL y que serían los autores de varios atentados en Lima Metropolitana. 
Sin embargo, esta filiación nunca fue demostrada. Por el contrario, la denuncia 
de estas muertes por parte de sus familiares y organismos de derechos humanos 
obligó en un primer momento al Estado y a las Fuerzas Armadas a negar todo 
vínculo con estos hechos. Las investigaciones de la Fiscalía, el periodismo y de 
una Comisión Especial del Congreso, forzaron a la Justicia Militar a reconocer 
que algunos miembros del Servicio de Inteligencia fueron responsables de la 
matanza y les impusieron penas que fluctuaban entre los dos y los veinte años 
de prisión. En junio de 1995, una Ley de Amnistía aprobada por la mayoría fuji-
morista en el Congreso les devolvió la libertad a los autores de estos asesinatos. 

Hacia mediados de los noventa, cuando las acciones subversivas bajaron de 
intensidad en todo el país y se consolidó el régimen autoritario de Fujimori, el 
gobierno realizó un nuevo viraje en su política contrasubversiva en las univer-
sidades. Esta vez instaló comisiones reorganizadoras (CORE) con el objetivo 
de controlarlas políticamente, pues muchas universidades empezaban a mos-
trarse críticas a la consolidación del régimen autoritario. Se impuso el estado 
de excepción universitaria; se suspendió el estatuto; y las instancias de gobierno 
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como el Consejo y la Asamblea Universitaria y las Federaciones Universitarias 
dejaron de ser reconocidas por las nuevas autoridades. El hecho político que 
más se debe destacar de esta estrategia fue que las comisiones reorganizadoras 
tuvieran como sus operadores políticos más destacados a los docentes y autori-
dades que años atrás habían convivido con el PCP-SL y pertenecían a los secto-
res más radicalizados del movimiento universitario, como el FER-Antifascista. 
Precisamente, por su historial político de formación dogmática-simplificadora, 
lograron entenderse de manera casi natural con la mediocridad académica y 
el clientelismo autoritario de la intervención fujimorista; pero sin el discurso 
radical de antaño.46

46  El presidente de la Comisión Reorganizadora de San Marcos, Manuel Paredes Manrique (ex PC Unidad) 
y el decano de la Facultad de Ciencias Sociales de esa universidad, Víctor Medina (antiguo militante del FER-
Antifascista), destacan como casos emblemáticos de antiguos radicales al servicio del fujimorismo y de la 
descomposición moral de buena parte de la comunidad universitaria.

Cuerpos de dos estudiantes de la Universidad Nacional del Centro del Perú (UNCP), presunta-
mente asesinados por las fuerzas del orden por hacer pintas alusivas a la lucha armada. Existen 
indicios sobre la participación del grupo “Colina” en las ejecuciones y desapariciones de estu-
diantes, catedráticos y trabajadores de la UNCP. Un total de 28 estudiantes fueron asesinados, 36 
fueron ejecutados extrajudicialmente y 29 continúan desaparecidos, al igual que ocho profesores 
y cuatro trabajadores. Fotografía: diario Correo de Huancayo, 3 de marzo de 1989.
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Material subversivo incautado en la Universidad Nacional de Educación Enrique Guzmán y 
Valle, “La Cantuta”, tras el operativo policial realizado el 13 de febrero de 1987 por orden del 
ministro del Interior del gobierno aprista Abel Salinas. Panfletos, banderas y folletos del MRTA 
y de Sendero Luminoso fueron hallados en ese centro de estudios así como en la Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos y en la Universidad Nacional de Ingeniería. Fotografía: Víctor 
Ch. Vargas, 1987, Caretas.

La Policía interviene la UNMSM el 19 de abril de 1989 en medio de actos de protesta estudiantil. 
Durante el operativo se detuvo a varios alumnos. Fotografía de Jaime Rázuri, 1989.
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Fuerzas combinadas del Ejército y la Policía intervienen la Facultad de Medicina de San Fernan-
do. Fotografía: diario El Peruano, 1989. 

Miembros de las Fuerzas Armadas en el campus de la UNMSM. El 21 de enero de 1992, seis 
universidades fueron allanadas por miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía. Fotografía 
de Alejandro Balaguer, 1992.
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4.    La Universidad tras la intervención 

Después de la instalación de bases militares en las universidades previamen-
te mencionadas, prácticamente desapareció la mayoría de agrupaciones políti-
cas, cuya presencia anterior había definido una manera particular de discurso 
clasista y una imagen de la universidad como popular. La universidad pública 
se encontraba intervenida militar y administrativamente, los espacios de par-
ticipación fueron bloqueados, y los comedores y viviendas se hallaban bajo la 
férrea vigilancia de los soldados. El discurso clasista, que había identificado a 
los estudiantes radicalizados en años anteriores, había sido censurado y literal-
mente borrado en el olvido casi del mismo modo en que pintas y lemas, que 
caracterizaron por años las fachadas y pasadizos de las universidades, habían 
sido cubiertos por las tropas con gruesas capas de pintura. 

Es en este escenario que empiezan a surgir nuevas iniciativas estudiantiles, 
que buscaban enfrentar el autoritarismo del régimen político y la arbitrariedad 
de las comisiones reorganizadoras. Hay que destacar que con la intervención 
administrativa a las universidades públicas, muchos estudiantes replegaron su 
actividad política en el silencio y la indiferencia. 

Sin embargo, hubo casos —como el de la Universidad de San Marcos— en 
los que surgieron desde inicios de los noventa grupos políticos menos ideologi-
zados que los de la década anterior y que intentaban articular una propuesta de 
universidad alternativa al modelo de modernización neoliberal y autoritario im-
puesto por el gobierno. Fue en este nuevo contexto que los casos de violaciones 
a los derechos humanos se convirtieron en un referente emblemático de la mo-
vilización universitaria, proceso que fue asumido por una nueva generación de 
estudiantes provenientes de las clases medias, distinta a la generación anterior. 
Sin embargo, se empezaron a manifestar graves paradojas, como el contraste 
entre el creciente recuerdo del caso La Cantuta y el insólito silencio frente a los 
casos de decenas de estudiantes desaparecidos en la Universidad del Centro.47 

Por esos mismos años (mediados de los noventa), irrumpió en escena un 
renovado movimiento estudiantil que fue ganando presencia pública, primero 
por sus protestas callejeras contra la ley de amnistía en 1995, y luego por el retiro 
injustificado de miembros del Tribunal Constitucional en 1997. Se realizaron 
acciones relacionadas con protestas nacionales contra la consolidación del régi-
men autoritario. En esta nueva etapa del movimiento estudiantil, participaron 
por igual estudiantes de universidades públicas y privadas, así como dirigentas 
mujeres, lo cual marcó una novedad en la tradición política universitaria, hasta 
entonces mayoritariamente masculina.48  

47  Véase Sandoval (2003).
48 Es el caso de las estudiantes dirigentas en la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica 
(FEPUC).
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La protesta estudiantil tomó entonces un carácter extrauniversitario y nacio-
nal; asimismo, en distintas universidades del país surgieron diversos colectivos 
y grupos políticos que conformaron nuevas formas de expresión política con 
un fuerte componente cultural y de identidad. Los reclamos se centraron en 
romper con el modelo autoritario impuesto por el régimen de Alberto Fujimori 
y en la demanda por el respeto a la institucionalidad democrática y los derechos 
humanos —aún se recordaba el asesinato de los estudiantes de La Cantuta en 
1992—. Las movilizaciones estudiantiles fueron masivas y pacíficas, de manera 
que lograron un amplio nivel de aceptación ante la opinión pública. 

Estas movilizaciones significaron una ruptura con el antiguo estigma del uni-
versitario vándalo o subversivo y perfiló una imagen positiva y cívica de los estu-
diantes, preocupados por los temas nacionales y la afirmación de la democracia. 
Este proceso permitió ubicar a los movimientos universitarios como actores po-
líticos relevantes de la sociedad civil. Después de varias décadas, el movimiento 
universitario logró vincularse con un movimiento nacional dejando de lado la 
cultura política de enclaustramiento que los caracterizó en años anteriores. A 
pesar de su comportamiento impregnado del discurso contra los partidos, pro-
pio de la época, y de su heterogeneidad y desigualdad interna,49 los estudiantes 
lograron ubicarse como uno de los primeros actores en contra del régimen au-
toritario.

A fines de la década de los noventa, conmocionó al país una nueva coyuntura 
política crítica para el sistema democrático. La segunda elección del presidente 
Fujimori estaba en pleno auge y el control político del Estado sobre la sociedad 
generó nuevos conflictos. Para entonces, la corrupción estatal y el fraude elec-
toral eran tan evidentes que diversos sectores se movilizan en su afán de demo-
cratizar el manejo del poder y hacer valer el estado de derecho en la alternancia 
presidencial. Nuevamente los estudiantes universitarios salieron a las calles y 
participaron activamente en la organización y desarrollo de innumerables pro-
testas callejeras. La más importante fue la Marcha de los Cuatro Suyos en julio 
del 2000.

49  Véase Grompone (2000).
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CONCLUSIONES GENERALES DEL INFORME CVR (seleccionadas)50 

Sobre el Partido Comunista del Perú-Sendero Luminoso

•	 La CVR considera que la causa inmediata y fundamental del desencadena-
miento del conflicto armado interno fue la decisión del PCP-SL de iniciar la 
«lucha armada» contra el Estado Peruano, a contracorriente de la abruma-
dora mayoría de peruanos y peruanas, y en momentos en que se restauraba 
la democracia a través de elecciones libres.

•	 Para la CVR, el PCP-SL fue el principal perpetrador de crímenes y violacio-
nes de los derechos humanos tomando como medida de ello la cantidad de 
personas muertas y desaparecidas. Fue responsable del 54% de las víctimas 
fatales que nos fueron reportadas. 

•	 La CVR ha comprobado que el PCP-SL desplegó extremada violencia e in-
usitada crueldad que comprendieron la tortura y la sevicia como formas 
de castigar o sentar ejemplos intimidatorios en la población que buscaba 
controlar.

•	 La CVR ha encontrado que el PCP-SL fue en contra de las grandes tenden-
cias históricas del país. Poniendo en práctica una férrea voluntad política, 
se expresó como un proyecto militarista y totalitario de características te-
rroristas que no conquistó el apoyo duradero de sectores importantes de 
peruanos.

•	 La CVR considera que el PCP-SL sustentó su proyecto en una ideología de 
carácter fundamentalista, centrada en una rígida preconcepción del devenir 
histórico, encerrada en una visión únicamente estratégica de la acción polí-
tica y, por tanto, reñida con todo valor humanitario. El PCP-SL desdeñaba 
el valor de la vida y negaba los derechos humanos.

•	 La CVR ha constatado que el PCP-SL logró su cohesión interna a través del 
llamado «pensamiento Gonzalo» que reflejó el culto a la personalidad de 
Abimael Guzmán Reinoso, fundador y dirigente de la organización, a quien 
se le consideró «la encarnación del pensamiento más elevado en la historia 
de la humanidad».

•	 La CVR ha determinado que, de acuerdo con su ideología, el PCP-SL adop-
tó una estrategia orientada a provocar de manera consciente y constante 
respuestas desproporcionadas por parte del Estado sin tener en cuenta el 
profundo sufrimiento que ello ocasionaba a la población por la que decía 
luchar.

50 Esta selección incluye solo las conclusiones referidas a la actuación del PCP-SL y al sistema educativo pe-
ruano. El texto completo de las conclusiones se encuentra en el tomo VIII del Informe final de la CVR.
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•	 La CVR considera que el PCP-SL llevó la ideología fundamentalista y la 
organización totalitaria a sus extremos. En su acción subversiva se constata 
una trágica ceguera: ve clases, no individuos; de allí, su falta absoluta de 
respeto a la persona humana y al derecho a la vida, incluyendo la de sus 
militantes. El PCP-SL alimentó en ellos una vena fanática que se convirtió 
en su sello de identidad.

•	 La CVR ha constatado características terroristas del PCP-SL que se desple-
garon desde un comienzo a través de «ajusticiamientos» realizados con se-
vicia, prohibición de entierros y otras manifestaciones delictivas, incluido el 
uso de coches-bomba en las ciudades.

•	 La CVR encuentra asimismo un potencial genocida en proclamas del PCP-
SL que llaman a «pagar la cuota de sangre» (1982), «inducir genocidio» 
(1985) y que anuncian que «el triunfo de la revolución costará un millón de 
muertos» (1988). Esto se conjuga con concepciones racistas y de superiori-
dad sobre pueblos indígenas.

•	 La CVR ha encontrado que el PCP-SL se aprovechó de ciertas instituciones 
del sistema educativo como principal cabecera de playa y que, a través de 
ellas, logró expandir su prédica y captar núcleos minoritarios de jóvenes de 
uno y otro sexo en diferentes partes del país. Si bien ofrecía a los jóvenes una 
utopía que les brindaba identidad totalizante, en el fondo los encerraba en 
una organización fundamentalista y opresora a través de cartas de sujeción 
a Abimael Guzmán Reinoso.

•	 La CVR ha constatado que la prédica del PCP-SL pudo tener aceptación 
fugaz, en razón de la incapacidad del Estado y de las elites del país para 
responder a las demandas educativas de una juventud frustrada en sus es-
fuerzos de movilidad social y de aspiración de progreso.

•	 La CVR ha encontrado que el PCP-SL secundó las tesis maoístas y convirtió 
a las zonas rurales en el escenario principal del conflicto. Sin embargo, no 
tomó en cuenta las necesidades y aspiraciones económicas del campesinado, 
ni sus organizaciones propias ni sus especificidades culturales, y convirtió, 
más bien, a los campesinos en «masa» que debía someterse a la voluntad del 
partido. La disidencia individual en la «masa» llevó a asesinatos y aniqui-
lamientos selectivos, y la disidencia colectiva condujo a masacres y arrasa-
mientos de comunidades enteras.

•	 La CVR ha establecido que la presencia del PCP-SL en los andes y la res-
puesta contrasubversiva del Estado revivió y «militarizó» viejos conflictos 
intracomunales e intercomunales. Catalogó como «enemigos de clase» a los 
sectores de la sociedad rural más conectados al mercado o a las redes e insti-
tuciones regionales o nacionales, y decretó su destrucción. Su «guerra cam-
pesina» contra el Estado se convirtió en muchos casos en enfrentamientos 
entre campesinos.
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•	 La CVR ha constatado que la violencia extrema practicada por el PCP-SL 
en las localidades rurales de los andes se extendió también a los centros ur-
banos. Lima y otras ciudades fueron también escenarios complementarios y 
sufrieron sabotajes, asesinatos selectivos, paros armados y actos terroristas, 
especialmente bajo la modalidad de coches-bomba.

•	 La CVR señala que la concepción ideológica del PCP-SL implicaba la des-
trucción del «viejo estado» desde sus cimientos. Ello los llevó al asesinato 
de autoridades locales —alcaldes, gobernadores, tenientes gobernadores, 
jueces de paz— y de autoridades nacionales —ministros, parlamentarios 
y otros representantes de los poderes del Estado—.51 Del total de reportes 
recibidos por la CVR sobre víctimas fatales causadas por el PCP-SL, el 12% 
eran autoridades. Además, el PCP-SL incurrió en el asesinato masivo de di-
rigentes sociales, hombres y mujeres, dirigentes comunales, alcaldes varas, 
dirigentes campesinos, sindicales, barriales, magisteriales y de organizacio-
nes de mujeres.

•	 La CVR señala que, por la generalidad y sistematicidad de estas prácticas, 
miembros del PCP-SL, y en especial su dirección nacional y su denominada 
jefatura, tienen directa responsabilidad en la comisión de crímenes de lesa 
humanidad en el marco de ataques armados contra la población civil, co-
metidos a gran escala o bien como parte de una estrategia general o planes 
específicos. Del mismo modo, estas conductas constituyen, a juicio de la 
CVR, graves infracciones a los Convenios de Ginebra, cuyo respeto era obli-
gatorio para todos los participantes en las hostilidades.52 La perfidia con la 
que actuó el PCP-SL en el terreno, escudándose en la población civil, evitan-
do el uso de distintivos y atacando a traición, entre otros métodos similares 
como el recurso a acciones terroristas, constituyó un calculado mecanismo 
que buscaba provocar reacciones brutales de las fuerzas del orden contra la 
población civil, con lo que se incrementaron en una forma extraordinaria 
los sufrimientos de las comunidades en cuyos territorios se llevaban a cabo 
las hostilidades.

•	 La CVR encuentra la más grave responsabilidad en los miembros del sis-
tema de dirección del PCP-SL por el conflicto que desangró a la sociedad 
peruana, por los siguientes elementos:

51  La CVR ha recibido reportes de 930 autoridades locales asesinadas por el PCP-SL; sin embargo, 
la CVR estima que la cifra real es mucho mayor.
52  Se refiere a normas del Derecho Internacional Humanitario recogidas en el artículo 3 común 
a los Convenios de Ginebra.

Por haber dado inicio a la violencia en contra del sentimiento 
abrumadoramente mayoritario de la población;

-
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•	 La CVR hace notar la profunda irresponsabilidad y menosprecio del PCP-
SL hacia sus propios militantes, a quienes se inducía a matar y a morir de 
la manera más cruel y sanguinaria, mientras que sus dirigentes máximos, 
especialmente Abimael Guzmán Reinoso, permanecían en Lima, exentos de 
riesgos físicos y privaciones, prácticamente durante todo el conflicto. Esta 
incongruencia se expresó de la manera más patente cuando, tras ser captu-
rado, Abimael Guzmán Reinoso abandonó casi inmediatamente la tesis del 
«equilibrio estratégico» y solicitó al gobierno un «acuerdo de paz» junto con 
un reconocimiento explícito y sumamente elogioso al gobierno dictatorial 
de Alberto Fujimori y Vladimiro Montesinos.

•	 La CVR expresa su pesar por los miles de jóvenes que resultaron seduci-
dos por una propuesta que constataba los profundos problemas del país y 
proclamaba que «la rebelión se justifica». Muchos de ellos, con voluntad de 
transformar esa realidad injusta, no advirtieron que el tipo de rebelión que 
planteaba el PCP-SL implicaba el ejercicio del terror y la implantación de un 
régimen totalitario. Quedaron así encuadrados en una organización abso-
lutamente vertical y totalitaria que les inculcaba el desprecio a la vida, cas-
tigaba las discrepancias y exigía plena sumisión. Muchos de ellos murieron 
inútil y cruelmente. La CVR llama al país a impulsar las reformas institucio-
nales necesarias para que proyectos terroristas y totalitarios no encuentren 
nunca más repercusión alguna entre los jóvenes.

•	 La CVR constata que, a diferencia de otros países de América Latina por 
esa misma época, entre 1980 y 1992, el conflicto armado interno se desarro-
lló mientras imperaba en el Perú un régimen democrático, con elecciones 
libres, libertad de prensa y el sistema político más inclusivo de nuestra his-
toria contemporánea. El PCP-SL y el MRTA se autoexcluyeron de manera 
unilateral del sistema democrático y, más bien, socavaron con sus acciones 
armadas el régimen político democrático instaurado en 1980.

por haber planteado su lucha contra la democracia peruana con 
una estrategia sanguinaria;
por las prácticas violentas de ocupación y control de territorios 
rurales y poblaciones campesinas con un alto costo en vidas y en 
sufrimiento humano;
por su política de genocidio mediante actos de provocación al Es-
tado;
por su decisión de proclamar el llamado «equilibrio estratégico» 
que acentuó el carácter terrorista de sus acciones.

-

-

-

-
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53  Aunque poco aplicada, en la década de 1990 la ley de «apología del terrorismo» legalizó el amedrentamien-
to al magisterio.

Sobre el sistema educativo y el magisterio

•	 La CVR ha comprobado que el Estado descuidó durante varias décadas el 
tema educativo. Hubo proyectos modernizadores en la década del 60, pero 
fracasaron. Ni la ley universitaria ni la reforma educativa de 1972 lograron 
revertir esta tendencia. Tampoco neutralizaron el predominio de pedago-
gías tradicionales autoritarias. En aquellos espacios que el Estado fue dejan-
do en su repliegue, germinaron nuevas propuestas. Ellas propugnaban un 
cambio radical, no asimilable por el sistema social y político, sólo alcanzable 
por la vía de la confrontación y sustentado en un marxismo dogmático y 
simplificado, que se expandió ampliamente en las universidades durante la 
década de 1970. Esos nuevos contenidos se transmitieron utilizando los vie-
jos marcos pedagógicos autoritarios que no fueron cuestionados.

•	 La CVR ha comprobado que, entre muchos maestros y estudiantes univer-
sitarios, se volvió parte del sentido común considerar el cumplimiento fatal 
de la historia a través de la vía de la confrontación. Esa visión abrió espacios 
para el desarrollo de propuestas autoritarias de extrema izquierda. La del 
PCP-SL fue sólo la más extrema.

•	 La CVR ha comprobado que, en ese contexto, el PCP-SL buscó instrumen-
talizar las instituciones educativas: universidades, colegios secundarios, ins-
titutos superiores e incluso academias preuniversitarias. El sentido común 
dogmático y la ambigüedad de los grupos radicales frente a la violencia le 
fueron favorables. A través del amedrentamiento o la cooptación logró ubi-
car maestros en colegios donde le interesaba realizar una labor proselitis-
ta. Aprovechando y alimentando una versión maximalista de la autonomía 
universitaria, accedió en algunos casos a las direcciones de Bienestar Uni-
versitario o, al menos, encontró un santuario en viviendas y comedores. Allí 
desarrolló un proselitismo sustentado en prácticas como el clientelismo y 
la movilización de los sentimientos de discriminación y agravio de los es-
tudiantes pobres y provincianos, que utilizaban mayormente esos servicios. 
A esa población universitaria, carente de redes sociales en sus lugares de 
estudio, les ofrecía además identidad y sentido de pertenencia.

•	 La CVR encuentra una grave responsabilidad del Estado: i) en el descuido 
de la educación pública en medio de un conflicto que tenía al sistema edu-
cativo como importante terreno de disputa ideológica y simbólica; ii) en el 
amedrentamiento y/o la estigmatización de comunidades enteras de maes-
tros y estudiantes de universidades públicas, especialmente de provincias;53  
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iii) en el deterioro de la infraestructura de servicios de varias universidades 
públicas;54  iv) en haber permitido graves violaciones de los derechos huma-
nos de estudiantes y profesores por el hecho de ser tales.55 

•	 La CVR repudia los crímenes cometidos contra estudiantes, profesores y 
trabajadores, al margen de su filiación política. Condena especialmente la 
matanza de más de cien estudiantes, profesores y trabajadores de la Univer-
sidad Nacional del Centro (UNCP), por los diferentes actores de la guerra 
—incluyendo escuadrones de la muerte— enfrentados en un fuego cruzado 
y confuso. Condena, asimismo, la masacre de ocho estudiantes y un pro-
fesor de la Universidad Nacional de Educación Enrique Guzmán y Valle, 
La Cantuta, en julio de 1992 y la posterior amnistía de los perpetradores, 
miembros del escuadrón de la muerte denominado «Colina» en 1995. Se-
ñala, a partir de sus investigaciones, que además de las ya mencionadas, las 
universidades de San Cristóbal de Huamanga, Hermilio Valdizán de Huá-
nuco, Callao, Huacho y San Marcos, entre otras, resultaron afectadas por la 
estrategia contrasubversiva de detenciones-desapariciones y destrucción de 
infraestructura y, durante el régimen autoritario de la década de 1990, por la 
instalación de bases militares en los campus universitarios.

54  Véase el apartado sobre «Las Universidades» en el tomo III del Informe final de la CVR.
55  De acuerdo a testimonios recogidos por la CVR, del total de víctimas producidas por agentes del Estado 
durante el conflicto, el 3% fueron maestros y el 2.4% estudiantes universitarios o de institutos superiores. 
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